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cuya mutación esté sujeta a registro mercantil, condición que no ostenta la 

razón o denominación social, pues más que un bien de propiedad de la 

compañía, la misma es un atributo inherente a ella, sin la cual no puede 

considerarse su existencia, ya que es el nombre que se le asignó y se encuentra 

debidamente registrado, sin que pueda ser objeto de transferencia o 

negociación alguna.  
 

En segundo lugar, oteado el plenario, contrario a lo referido por el 

memorialista, ninguna otra medida cautelar fue radicada, por lo que no puede 

el ahora recurrente, con ocasión de la presente alzada intentar adecuar su 

pedimento, introduciendo nuevas solicitudes con el fin de sacar avante su 

requerimiento cautelar, ya que esta no es la oportunidad procesal y menos el 

mecanismo idóneo para ello.  
 

4.  Puestas de este modo las cosas, al no tener cabida los reparos 

formulados por el recurrente, procedente es confirmar integralmente la 

decisión, sin lugar a disponer condena en costas, por no aparecer causadas en 

esta instancia. 
 

DECISIÓN 
 

En mérito de lo expuesto el Tribunal Superior del Distrito Judicial de 

Bogotá D.C., en Sala de Decisión Civil Unitaria, 
 

RESUELVE: 
 

PRIMERO: CONFIRMAR el auto de fecha y procedencia 

anotadas. 
 

SEGUNDO: SIN COSTAS por no aparecer causadas. 
 

TERCERO: Una vez cobre ejecutoria este pronunciamiento, 

devuélvase el expediente al juzgado de origen. 

NOTIFÍQUESE, 
 

ANGELA MARÍA PELÁEZ ARENAS  

Magistrada. 

(4820220041801) 
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De otra parte, el a quo no tuvo en cuenta el correo electrónico de 28 de 

octubre de 2020, enviado a la dirección notificaciones@holdingvml.com, 

conforme al Decreto 806 de la citada anualidad, en atención a que no se 

acreditó su recibo o la afirmación bajo la gravedad de juramento de 

haberse entregado efectivamente. 

 

Posteriormente, mediante proveído de 27 de abril de 2021, acogió su 

intimación a través de aviso y señaló que durante el traslado la 

demandada guardó silencio. Arribó a esta determinación porque estimó 

haber prueba fehaciente de la remesa del citatorio y de haber acaecido 

con antelación al inicio de la pandemia. Recalcó que la accionada tan sólo 

afirmó no haberse enterado correctamente sin allegar prueba que 

soportara su dicho y, ante lo sucedido, pudo advertir, además, que 

también dicho extremo recibió el aviso judicial, acompañado de la decisión 

a notificar, del libelo genitor y de la subsanación del mismo.  

 

Por consiguiente, concluyó que fue debidamente integrado el 

contradictorio y durante el lapso en el que debía pronunciarse el extremo 

pasivo únicamente hizo alusión a ser notificado correctamente.  

 

2. Esta Superioridad confirmó dicha determinación en providencia de 29 

de septiembre de 2022, en virtud a que la nulidad pretendida resultó 

saneada por no invocarla en la primera actuación que le siguió a su 

configuración y haberse remitido tanto el citatorio, como el aviso 

correspondiente, a la dirección de notificaciones de la demandada, junto 

con los anexos que se exigen legalmente.  

 

En ese orden, no puede someterse a un nuevo escrutinio de fondo por 

parte de la Sala Quinta de Decisión Civil una situación que ya fue 

plenamente debatida, decidida y que, por demás, se encuentra 

ejecutoriada, pues, proceder en contrario, sin lugar a dudas atentaría 

contra los principios de seguridad jurídica y cosa juzgada.  
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Una cosa más. Resulta pertinente recordar a las partes, en especial a la 

censora, que es su deber proceder con lealtad y buena fe en todos sus 

actos, así como abstenerse de entorpecer el desarrollo normal y expedito 

del proceso (C.G.P.; art. 78, núms. 1 y 3); siendo del resorte de los 

operadores judiciales prevenir conductas que contravengan dicho 

mandato y, ante el acaecimiento de una situación que transgreda esos 

compromisos, remediarlos, sancionarlos o bien denunciarlos (art. 42, 

núms. 3, ib.). 

 

Lo anterior, con el fin de poder darle continuidad en debida forma al 

trámite del recurso de apelación formulado por Previcar S.A.S., contra el 

fallo de primera instancia. 

 

Así las cosas, el Tribunal Superior de Bogotá, Sala Civil de Decisión, 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: RECHAZAR DE PLANO la solicitud de nulidad impetrada por 

la apelante dentro de los fundamentos que sustentan la alzada contra la 

sentencia de primer grado.  

 

SEGUNDO: PREVENIR a las partes sobre el deber que les concierne de 

actuar con lealtad y buena fe en todos sus actos procesales, con el fin de 

evitar el entorpecimiento del desarrollo normal y expedito del proceso y 

así poder continuar con el trámite de la apelación formulada por Previcar 

S.A.S. 

 

TERCERO: En firme esta decisión, la secretaría ingrese el expediente al 

despacho, a fin de proferir el correspondiente fallo escrito.  

 

 

NOTIFÍQUESE 

 

SANDRA CECILIA RODRÍGUEZ ESLAVA 

Magistrada 
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RAD. 11001-31-03-044-2019-00575-03 
 

Bogotá D.C. veintiocho (28) de febrero de dos mil veinticuatro (2024). 

 

Magistrada Ponente. Stella María Ayazo Perneth 

Proceso  Ejecutivo  

Demandante Ricardo de León Mejía Acosta 

Demandados Carlos Alberto Coloma Córdoba, Jorge Pineda 
Aristizábal y Carlos Eduardo Gavilanes Caicedo 

Radicado  11001310304420190057503 

Instancia  Segunda  

Asunto  Sentencia 

 

Discutido y aprobado en Sala del 14 de febrero de 2024, Acta 06. 

I.- ASUNTO 

 

Procede la Sala a resolver el recurso de apelación interpuesto por 

el extremo demandante, contra la sentencia proferida el 22 de marzo 
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El 1 de febrero de 1999 la señora Lidia Acosta Mejía suscribió, 

en calidad de arrendadora, con los demandados Carlos Alberto 

Coloma Córdoba, Jorge Pineda Aristizábal y Carlos Eduardo Gavilanes 

Caicedo, el contrato de arrendamiento número 001 de 1999, respecto 

del apartamento 501 de la avenida 19 nº. 128B - 66, Conjunto 

Residencial la Herrería de Bogotá. El señor Ricardo de León Mejía 

Acosta, aquí demandante afirma ser cesionario de la arrendadora, tras 

haber adquirido el dominio del bien.  

 

Los cánones fijados desde la fecha en la que el inmueble estuvo 

secuestrado hasta la terminación del contrato son los siguientes: 

 

Año Valor del canon 
IPC Variación 

anual 

2005 $1.002.619 4,85% 

2006 $1.046.383 4,48% 

2007 $1.088.573 5,69% 

2008 $1.144.319 7,67% 

2009 $1.223.312 2,00% 

2010 $1.245.331 3,17% 

2011 $1.280.860 3,73% 

2012 $1.323.859 2,44% 

2013 $1.352.931 1,94% 

2014 $1.376.553 3,66% 

2015 $1.421.897 6,77% 

2016 $1.508.533 5,75% 

2017 $1.586.599 4,09% 

2018 $1.645.002 3,18% 
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3) ACTUACIÓN PROCESAL:  

 

En providencia de 18 de febrero de 2020 se libró mandamiento 

de pago2, y se ordenó su notificación a la pasiva. Los demandados 

invocaron las excepciones que denominaron:  i) falta de legitimación 

en la causa por activa para el cobro de la suma reclamada; (ii) falta de 

legitimación en la causa por activa porque en el título ejecutivo no 

figura como arrendador, y porque cedió los dineros recaudados y en 

poder de la secuestre; iii) prescripción de la acción ejecutiva para los 

cánones de arrendamiento causados hasta el 26 de agosto de 2014; 

(iv) cobro de lo no debido o pago total de la obligación; (v) ausencia de 

derecho del demandante en el titulo ejecutivo; vi) presunción de pago 

de todo lo que se cobra en el presente proceso; y (vii) la genérica. 

 

 

III.- SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 

 

El 22 de marzo de 20233 la Juez 44 Civil del Circuito de esta 

ciudad, profirió sentencia por la cual declaró probadas las excepciones 

de falta de legitimación en la causa para el cobro de las sumas 

reclamadas y cobro de lo no debido. 

 

Para llegar a la anterior determinación, empezó por precisar que, 

si bien no operó una cesión del contrato de arrendamiento, se acreditó 

que el demandante ocupó la posición contractual de la arrendadora, 

                                                           
2 Fl. 121, Archivo: 005 del 01CuadernoPrincipal.pdf 
3 Archivo 47 del Cuaderno del Primera Instancia. 



















R.I. 16380      Rad. 11001-31-03-044-2019-00575-03 
Ref. Proceso Ejecutivo de Ricardo de León Mejía Acosta contra Carlos Alberto Coloma, 
Córdoba, Jorge Pineda Aristizábal y Carlos Eduardo Gavilanes Caicedo. 

 
 

 

Así las cosas, es evidente que los reparos formulados por el 

recurrente no tienen la virtualidad de derruir lo decidido en la 

providencia materia de alzada, lo que impone su confirmación. 

 

4. COSTAS: 

 

 Se condenará en costas a la demandante, de conformidad con lo 

dispuesto en los artículos 365 y 366 del Código General del Proceso. 

 

VI.- DECISIÓN 

 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito 

Judicial de Bogotá D.C., en Sala Segunda Civil de Decisión, 

administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por 

autoridad de la Constitución y la Ley, 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO. CONFIRMAR la sentencia del 22 de marzo de 2023, 

proferida por Juzgado Cuarenta y Cuatro Civil del Circuito de Bogotá 

D.C., por las razones anotadas en la parte motiva de esta providencia. 

 

SEGUNDO. Costas a cargo del demandante. Como agencias en 

derecho por la segunda instancia la Magistrada sustanciadora fija dos 

(2) s.m.l.v.m. Ante el a quo efectúese la correspondiente liquidación.   

 

TERCERO. Remítase el expediente al juzgado de origen para lo 
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de su trámite y competencia.  

 

Notifíquese y cúmplase,  

 

 Los Magistrados, 

 

(firma electrónica)  

STELLA MARÍA AYAZO PERNETH  

 

 

(firma electrónica)  

MARÍA PATRICIA CRUZ MIRANDA 

 

(firma electrónica)  

JAIME CHAVARRO MAHECHA 
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República de Colombia 
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DE BOGOTÁ - SALA CIVIL 

 

Bogotá, D.C., veintiocho (28) de febrero de dos mil veinticuatro 

(2024). 

 

1.  IDENTIFICACIÓN DEL PROCESO 

 

Magistrada Ponente:  CLARA INÉS MÁRQUEZ BULLA 

Radicación:   110013103039 2018 00582 01 

Procedencia:  Juzgado 39 Civil del Circuito de Bogotá, D.C. 

Demandante:  Alex Gregorio Rubio Rubiano 

Demandado:   Fabián Leonardo Prieto Capador 

Proceso:  Verbal 

Asunto:  Recurso de Casación   

 

2.  OBJETO DE LA DECISIÓN 

 

Se dirime lo pertinente a la concesión del recurso extraordinario de 

casación interpuesto por la parte demandante, contra la sentencia 

calendada 1 de diciembre de 2023, proferida por esta Corporación 

dentro del proceso DECLARATIVO promovido por ALEX 

GREGORIO RUBIO RUBIANO contra FABIÁN LEONARDO 

PRIETO CAPADOR. 

 

3.  ANTECEDENTES 

 

3.1. Recurrida la sentencia de primera instancia, se remitió a esta 

Colegiatura el presente asunto, el cual después de surtir el trámite 
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NOTIFÍQUESE, 
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TRIBUNAL SUPERIOR 

DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. 

 

 

 

SALA CIVIL DE DECISIÓN N. 3 

 

Magistrada Ponente: MARTHA ISABEL GARCÍA SERRANO 

 

Bogotá D.C., veintiuno (21) de febrero de dos mil veinticuatro (2024) 

(Decisión presentada en Sala de 14 de febrero pasado y aprobado en  

Sala de la fecha) 

 

Proceso:  Verbal 
Radicado:  11001310303820190023702 
Demandante:   Minerales y Cales Energy S.A.S. (M&C Energy S.A.S.) 
Demandados:  Petrodynamic Petroleum Services S.A.S., y Otros. 
Asunto:  Apelación de sentencia 
Decisión:  Confirma  

 

1. ASUNTO A RESOLVER 

 

El recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra 

la sentencia proferida el 12 de enero de 2023, por la Juez Treinta y Ocho 

Civil del Circuito de Bogotá D.C.1. 

 

2. ANTECEDENTES 

 

2.1. La sociedad demandante Minerales y Cales Energy S.A.S., 

formuló demanda en proceso declarativo en contra de Petrodynamic 

Petroleum Services S.A.S., Antar Oil S.A.S., y María Patricia Vega Daza, 

a fin de que se declare la existencia de un contrato de suministro entre 

                                                      
1 Asignado por reparto al despacho de la Magistrada Ponente el 20 de febrero de 2023, Secuencia 1383. Nota: En 
algunos casos se puede alterar el orden para fallo, por asuntos temáticos, según el artículo 16 de la Ley 1285 de 2009, 
o por vicisitudes de cada trámite. 
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recibirlo y revenderlo para pagarle posteriormente a ellos; que no se 

comprometió a revisar la calidad de la barita, pues la demandante era 

quienes debían verificar la calidad del producto. 

 

Por ello, no se encuentra configurado un contrato de suministro 

entre Petrodynamic y Minerales y Cales, pues la demandada no obró 

como vendedora ni probó ser productora de barita sino simple 

intermediario; que igualmente Antar Oil S.A.S., ratificó la labor de 

intermediación, ya que la demandante no tenía dinero y se valió de esta 

empresa para revender el producto; que en enero de 2016, Petrodynamic 

dijo que no seguía comprando porque los demandantes no pagaban a 

tiempo, por lo que Minerales y Cales pidió ser el proveedor directo, 

recibiendo una orden de compra por 1.000 toneladas de barita en rajón 

comprometiéndose a pagar de contado, lo que nunca cumplió. 

 

De otra parte, según las órdenes de compra, los interrogatorios y 

testimonios recibidos, extrajo que la señora María Patricia Vega Daza no 

se menciona ni como vendedora ni proveedora. En efecto, es quien tiene 

la propiedad del título minero en la Mina Caracolí, pero manifestó en el 

interrogatorio rendido que nunca conoció a la demandante ni a las 

demandadas, pues nunca celebró ningún tipo de contrato con ellas, lo 

cual fue ratificado por el representante legal de la demandante, pero la 

demandó por ser la propietaria de la mina. En conclusión, respecto de la 

citada señora, declaró probada la excepción de falta de legitimación por 

pasiva. 

 

Por último, dijo que estaba probado que Antar Oil S.A.S., sólo 

efectuó una venta por 1.000 toneladas el 25 de enero de 2016; que no 

hubo continuidad en el suministro de barita; que no se demostró que las 

demandadas se hubiesen comprometido a entregar el mineral en 

determinadas fechas, vinculados bajo un contrato de suministro. 

Solamente, observó una labor de intermediación en tres órdenes de 

compra por Petrodynamic Petroleum Services S.A.S., y una venta por 

Antar Oil S.A.S.; por tanto, dijo que no existe el contrato citado, no 
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proceden las demás pretensiones ni condena alguna y, tampoco es 

posible establecer algún tipo de responsabilidad en las demandadas, 

dado que de las órdenes de compra no se desprende que se haya hecho 

caso omiso de las especificaciones aludidas por la demandante. 

 

5. RECURSO DE APELACIÓN 

 

5.1. Inconforme con lo resuelto, la parte demandante interpuso 

recurso de apelación, el cual fue sustentado oportunamente con base en 

lo siguiente: 

 

5.1.1. Que se reúnen los elementos esenciales para la 

configuración del contrato de suministro, cuya declaratoria se pretende, 

por tanto, se debe reconocer el incumplimiento y condenar en perjuicios 

a los demandados, dado que la demostración del vínculo contractual está 

en los distintos correos aportados, donde las demandadas se obligan a 

proveer el mineral, con las especificaciones encargadas y descritas en 

los mail mientras que la sociedad demandante se obligó tan sólo a pagar 

el valor de la mercancía suministrada, extraída de la mina por las 

empresas demandadas, autorizadas por la titular del título minero. 

 

5.1.2. Que, de acuerdo con las pruebas documentales y 

testimoniales recaudadas, la distribución de la materia prima objeto de 

negociación surgió de un acuerdo entre las partes, donde las 

demandadas cumplían una función en la cadena de suministro, en virtud 

de lo cual, la demandante entendía que los requerimientos de suministro 

serían atendidos por los proveedores quienes de hecho nunca 

rechazaron las especificaciones efectuadas en los correos, como lo 

pretende hacer ver el Despacho. 

 

5.1.3. Que, respecto del elemento de periodicidad propio del 

contrato de suministro, que echa de menos el Despacho, la Corte 

Suprema de Justicia ha dicho que las prestaciones propias del contrato, 

no implica que deban ser iguales o simétricas, pero están presentes en 
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el asunto de que se trata, como son el transporte, entrega, molienda, 

empaque etc., con prestaciones plurales y continuas que fueron 

reconocidas por las demandadas, aunque no hayan sido estandarizadas. 

 

5.1.4. Que las grandes cantidades de mineral requerido en las 

órdenes de compra suponen un acuerdo de suministro a largo plazo, una 

planeación y logística considerables; por ende, en síntesis, sí están 

presentes los elementos propios del contrato de suministro; además, el 

pago en efectivo se hacía en varias fechas y estaba sujeto al movimiento 

de más de 1.000 toneladas de material en tracto mulas, lo cual permite 

inferir la existencia de un acuerdo de tracto sucesivo generador de 

estabilidad y confianza entre las partes. 

 

5.1.5. Que el contrato de suministro tiene como característica ser 

intuitu personae, sin que necesariamente sea el representante legal de 

la empresa, quien intervenga directamente, pues dicha labor puede ser 

autorizada a los empleados encargados de ajustar el negocio 

 

5.1.6. Que no es cierto, como lo señaló la Juzgadora, que sólo en 

una orden de compra se indicaron las especificaciones del material 

requerido por el cliente, dado que se acreditó en el proceso que las partes 

intercambiaron correos electrónicos en los que se reiteran las 

condiciones en las que debía enviar el material, las cuales fueron 

aceptadas por las empresas proveedoras, sin que exista prueba de que 

éstas se hayan negado a cumplir las mismas, rechazando los pedidos u 

objetando las características del insumo requerido. Así se desprende de 

los múltiples emails aportados, que contienen las especificaciones de las 

diferentes entregas que, supuestamente, no fueron satisfactorias. 

 

5.1.7. Que la A quo erró en analizar la trazabilidad de los correos, 

órdenes de compra y facturas emitidas por las partes en las 

negociaciones y que a su juicio resultan insuficientes para acreditar la 

existencia del acuerdo de voluntades o relación contractual de 

suministro; siendo que dichos documentos, no fueron tachados por las 
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demandadas, por el contrario, prueban plenamente que en el periodo 

comprendido entre 2015 y 2017 la demandante no sostuvo 

negociaciones con terceras empresas ni recibió material de otros, por lo 

que las inconformidades, reclamos de los clientes que recibieron el 

material comprado a las demandadas, sin el lleno de las condiciones 

requeridas, guardan directa relación con el acuerdo de suministro de 

material que hicieron las demandadas con la demandante. 

 

5.1.8. Que la certificación de registros contables de la empresa 

expedida por el Revisor Fiscal de ésta da cuenta de la periodicidad de la 

relación, así como las órdenes de compra aportadas y las 

manifestaciones de las demandadas reconociendo que hubo despachos 

frecuentes del producto con destino a Minerales y Cales, sin que se 

hubiese probado que la demandante haya asumido la responsabilidad de 

efectuar la molienda del mineral. 

 

5.1.9. Que la Juez de primera instancia, da por cierta una situación 

no acreditada en el expediente, pues lo natural es que los proveedores 

deben responder por los bienes que entregan y el cumplimiento de las 

obligaciones pactadas; que, de acuerdo con sus argumentos, el 

cumplimiento de las obligaciones del vendedor depende exclusivamente 

de la diligencia del comprador al verificar el material que recibe, lo cual 

desconoce injustificadamente la teoría de las obligaciones contractuales. 

Así mismo, decidió incluir hechos nuevos no acreditados en el proceso y 

que no hicieron parte del acuerdo celebrado entre las partes, 

desconociendo, el principio de la buena fe contractual, por lo cual llama 

la atención que se haya exonerado de toda responsabilidad a los 

demandados en un acuerdo de transacciones conmutativas, por lo que 

si las demandadas despacharon periódicamente, distribuyeron un 

material con determinadas características, no puede ahora 

desconocerse el incumplimiento de lo acordado y en consecuencia la 

obligación de indemnizar los perjuicios causados. 
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obligaciones de las vendedoras de cara al ordenamiento jurídico propio 

de esta modalidad de contratos comerciales, para luego determinar si la 

barita enajenada no cumplió las especificaciones indicadas en la orden 

de compra, y así, luego determinar sí hubo responsabilidad de las 

demandadas y sí están obligadas a la indemnización de los perjuicios 

con base en el ordenamiento jurídico aplicable a esta modalidad de 

ventas, cuya discusión no tuvo escenario dentro del sub examine. 

 

Empero, al margen de lo anterior, y considerando en el hipotético 

caso que sea viable alterar los hechos y pretensiones de la demanda y 

estudiar el litigio de cara al contrato de compraventa, para analizar luego 

que las sociedades demandadas no cumplieron con la densidad 

solicitada del material en el 4.2, sino en una inferior, dicho aspecto se 

torna igualmente carente de prueba, toda vez que la declarante Yeny 

Edith Fonseca Ramírez, empleada de la empresa demandante, en su 

testimonio afirmó categóricamente, minuto 25.50 de la audiencia de 

pruebas17, que la empresa no hacia control de calidad de la barita 

suministrada por las demandadas.  

 

Se suma a ellos, que no se encuentra acreditada que la barita que 

fue objeto de controversia y que dio lugar a la devolución de que trata el 

documento adiado, 23 de septiembre de 201618, sea la misma surtida 

meses atrás por las demandadas. Mucho menos se encuentra probado 

que dicho mineral recibido por la demandante y entregado por las 

convocadas a juicio, fuere alterado o afectado por procedimiento alguno. 

Ha de tenerse en cuenta que de acuerdo con la citada declarante la barita 

era entregada en molinos, para su posterior traspaso a los compradores 

de la demandante, a quienes proveía el producto y que la reclamación 

sobre las ventas que hizo Petrodynamic Petroleum Services S.A.S., 

acaeció en el año 2017; es decir, muchos meses después de haberse 

recibido el producto la demandante, a más que no hacía control de 

calidad a tal elemento; luego entonces, no exista certeza que el producto 

                                                      
17 Expediente digital, 02ContinuacionCuadernoPrincipal, Archivo 109. 
18 Expediente digital, cuaderno principal, Archivo 01, Pdf. 39. 
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7. RESUELVE: 

 

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida el 12 de enero de 

2023, por la Juez Treinta y Ocho Civil del Circuito de Bogotá D.C., de 

conformidad con las razones expuestas en la parte considerativa de esta 

providencia. 

 

TERCERO: CONDENAR en costas de esta instancia a la parte 

demandante. La Magistrada Ponente fija las agencias en derecho en la 

suma de $5.000.000.oo. 

 

TERCERO: DEVOLVER el proceso al juzgado de origen, una vez 

en firme este fallo, por Secretaría de la Sala Civil. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 

Los Magistrados, 

 
 

MARTHA ISABEL GARCÍA SERRANO 
(038 2019 00237 02) 

 
 

JORGE EDUARDO FERREIRA VARGAS 
(038 2019 00237 02) 

 
 

RUTH ELENA GALVIS VERGARA 
(038 2019 00237 02) 

Firmado Por:

 

 

Martha Isabel Garcia Serrano

Magistrado Tribunal O Consejo Seccional



Sala 009 Civil

Tribunal Superior De Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,

 

 

Jorge Eduardo Ferreira Vargas

Magistrado Tribunal O Consejo Seccional

Dirección Ejecutiva De Administración Judicial

División  De Sistemas De Ingenieria

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,

 

 

Ruth Elena Galvis Vergara

Magistrada

Sala  Civil
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FECHA Veintiocho (28) de Febrero de dos mil 

veinticuatro (2024) 

 

 

1. ASUNTO 

 

Procede el Tribunal a resolver los recursos de apelación interpuestos 

por los apoderados de la demandante Arrecifes S.A.S. y de la accionada 

Aviatur S.A.S., en contra del auto proferido en audiencia de 30 de 

noviembre de 2023, por el Juzgado Treinta y Cinco Civil del Circuito de 

esta ciudad, por medio del cual denegó algunas pruebas solicitadas por 

esos extremos de la lid. 

 

2. ANTECEDENTES 

 

2.1. Mediante la providencia censurada, el a quo no accedió a 

decretar la exhibición de documentos solicitada por ARRECIFES S.A.S, 

tanto como actora principal, como demandada en reconvención, al 
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resuelto por el Superior, deberá disponer lo pertinente para la práctica del 

aludido medio de convicción. 

 

b) Confirmar en lo demás, la determinación de fecha y procedencia 

antes indicada. 

 

SEGUNDO: DECLARAR INADMISIBLE el recurso de apelación 

interpuesto por la demandada Aviatur S.A.S. y concedido en contra del 

proveído de 30 de noviembre de 2023, en cuanto negó la inspección 

judicial solicitada por este extremo de la lid. 

 

TERCERO: Sin costas en esta instancia. 

 

CUARTO: Oportunamente devuélvase lo actuado al Despacho de 

origen, previas las constancias de rigor. 

 

 

NOTIFÍQUESE, 

 

 

SANDRA CECILIA RODRÍGUEZ ESLAVA 

Magistrada 

Firmado Por:

Sandra Cecilia Rodriguez Eslava

Magistrada

Sala  Civil

Tribunal Superior De Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
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Ref. Proceso verbal de simulación de DIANA ISABEL NASSIF DE RIMA contra INVERSIONES 

LIBOS Y CIA. LTDA S EN C. (Apelación de sentencia). Rad: 11001-3103-035-2012-00638-
03.  

 
 
 
Se emite sentencia escrita de conformidad con lo establecido en el inciso 

tercero del artículo 12 de la Ley 2213 de 2022, vigente para la fecha en 

que se formuló la impugnación. 

 

I. ASUNTO A RESOLVER  

 

Se decide el recurso de apelación interpuesto por la parte demandada 

frente al fallo proferido el 1 de diciembre de 2022, por el Juzgado 

Cincuenta y Uno Civil del Circuito de Bogotá, dentro del proceso verbal 

promovido por Diana Nassif de Rima contra Inversiones Libos y Cía. Ltda 

S en C. 

 

II. ANTECEDENTES 

 

2.1. LA DEMANDA PRINCIPAL. 

 

2.1.1. Pretensiones. 

 

La señora Diana Nassif de Rima, por conducto de abogado, demandó a 

Inversiones Libos y Cía. S en C (hoy Inmobiliaria Libos y Cía. S.A.S.) por 
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fue transferida de manera aparente a la convocada, representada 

legalmente por Inversiones Libos y Cía. Ltda., a su vez, por José Libos 

Saad.  

 

Mediante documento privado del 11 de noviembre de 2008, es decir, 10 

días antes de la suscripción de la escritura pública de compraventa, 

Inversiones Libos y Cía. Ltda S. en C. prometió vender a Diana Nassif de 

Rima el mencionado predio. Esta tradición habría de formalizarse el 30 

de junio de 2009, a las 3:00 de la tarde en la Notaría Treinta y Cinco de 

Bogotá. 

 

Es decir, el precio pactado en la promesa de compraventa no alcanzó 

siquiera el 50% del valor comercial del predio para la época, se hizo antes 

de la celebración de la venta por $600.000.000, lo que evidencia la 

voluntad de las partes de no realizar una transferencia verdadera sino 

fingida. 

 

José Libos Saad aprovechó la confianza depositada en él por la 

demandante, se apropió del terreno y nunca lo restituyó a su verdadera 

dueña. 

 

Al momento de la presentación de la demanda, la heredad tenía un valor 

comercial aproximado de $3.000.000.000, superando con creces el precio 

pactado en la compraventa simulada. 

 

2.1.3. Contestación. 

 

La sociedad convocada se opuso a las pretensiones, negó los hechos 

constitutivos de la causa petendi y afirmó que la compraventa materia de 

controversia es verdadera y legítima2. 

 

Alegó que la intención de las partes fue celebrar una venta con pacto de 

retroventa, negocio instrumentalizado en la promesa referida, mediante 

la cual la accionante tenía la posibilidad de adquirir nuevamente el 

                                                           
2 Folio 225, ib.  
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incumplimiento de la promitente compradora, más la respectiva 

indemnización de perjuicios pactada en la cláusula penal. 

 

Para develar la verdadera intención de las partes habrá de analizarse el 

acervo probatorio, pues solo los elementos de conocimiento regular y 

oportunamente aportados al proceso, tienen la aptitud de dejar en evidencia 

si detrás de los negocios jurídicos celebrados por las partes, se escondió 

una intención distinta a la aparente o si, por el contrario y como sostiene la 

opositora, no existe ninguna discordancia entre la declaración de la 

voluntad que podría percibir un observador externo, razonable e imparcial, 

y lo que acordaron los estipulantes de manera privada. 

 

Para tal efecto, el ordenamiento procesal consagra el principio de la 

valoración racional de la prueba15, según el cual los elementos de 

conocimiento en los que ha de sustentarse la decisión judicial deben 

valorarse conforme a las reglas de la sana crítica, es decir, bajo la 

orientación de principios lógicos, hermenéuticos y la formulación de las 

hipótesis más probables. 

 

Debido a la condición oculta y reservada del negocio que se espera 

descubrir, caracterizado por haberse realizado en la privacidad de los 

contratantes y con la firme intención de que permaneciera en las sombras, 

es de esperarse que no se hayan dejado mayores vestigios de su existencia; 

de ahí la dificultad de demostrarlo mediante pruebas directas. Por tal 

motivo, la indiciaria o circunstancial suele ser el mecanismo más eficaz para 

establecer la existencia del negocio secreto. 

 

A partir del análisis conjunto de los medios de conocimiento que se 

allegaron a la actuación, se logra constar que la compraventa contenida en 

la escritura pública número 4419, otorgada el 21 de noviembre de 2008, 

en la Notaría Treinta y Cinco del Círculo de esta ciudad, fue absolutamente 

simulada. 

 

En efecto, una antigua regla de la experiencia señala que para probar la 

                                                           
15 Artículo 176 del Código General del Proceso. 
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fingida, pues era él, José Libos Saad, el verdadero cesionario de la aludida 

garantía real. 

 

Es decir que a la referida interpositio y simulaciones en cadena, se añade el 

hábito del señor José Libos Saad de realizar acuerdos simulados (habitus), 

siendo estos unos de los indicios más frecuentes en esta clase de pactos 

secretos.  

 

El tiempo en que se suscribieron los contratos de compraventa y de 

promesa es otro aspecto que revela la simulación (tempus sospechoso), pues 

carece de toda razonabilidad que la promesa en la que Inversiones Libos 

fungía como promitente vendedora tenga una fecha anterior al negocio 

mediante el cual adquiría la propiedad del inmueble. Carece de todo 

sentido, en fin, que se prometa hacer una retroventa antes de haberse 

perfeccionado la venta que, por el orden lógico de las cosas, habría de 

precederla. 

 

Un negocio verdadero de compraventa (o dación en pago) con pacto de 

retroventa, no está impregnado de circunstancias tan enrevesadas, ni 

presenta tanta falta de equivalencia en el juego de prestaciones y 

contraprestaciones (disparitesis), sino que se pacta de manera clara y 

precisa el conjunto de las estipulaciones por las que se regirá la 

negociación, no habiendo duda del precio, forma de pago, entrega material 

de la cosa y demás previsiones que suelen tomar los negociantes motivados 

por una intención seria. 

 

Lo analizado hasta este momento conlleva, por inferencia lógica, a una sola 

conclusión: la intención real de los litigantes nunca fue celebrar una 

compraventa y una promesa de retroventa, sino distraer el inmueble del 

patrimonio de la demandante para protegerlo de las inminentes acciones 

ejecutivas por parte de sus acreedores; situación que fue aprovechada por 

José Libos Saad quien, para garantizar el pago de los créditos en los que se 

había subrogado, quiso revestir el acuerdo ficticio con el ropaje de la 

veracidad. 
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noviembre de 2008, en suma, carecería de todo sentido en el contexto de 

una venta real. 

 

Llegados a este punto, esta instancia decisoria no puede menos que 

reconocer la existencia de múltiples indicios graves, concordantes y 

convergentes, todos ellos debidamente probados y no desvirtuados, tales 

como el motivo de la simulación (causa simulandi), las relaciones de 

parentesco o amistad (affectio), los antecedentes de conducta simulatoria 

(habitus), las simulaciones concomitantes o en cadena (interpositio), la 

ausencia de movimientos bancarios, el precio bajo y no entregado de 

presente (pretium vilis) (pretium confesus), el ajuste de cuentas entre las 

partes (compensatio, transactio), la persistencia de la enajenante en la 

posesión de la cosa (retentio possessionis), el tiempo y la documentación 

sospechoso de las negociaciones (tempus - preconstitutio) y, finalmente, la 

falta de equivalencia en el juego de prestaciones y contraprestaciones 

(disparitesis). 

 

Todo lo anterior conlleva a concluir con un altísimo grado de probabilidad 

lógica que la compraventa ajustada entre la demandante y la sociedad 

demandada fue absolutamente simulada, pues bajo el ropaje de ese 

acuerdo ficticio no se escondió ningún otro convenio, tal como fue resuelto 

en la sentencia de primer grado. 

 

Y si bien podría llegar a pensarse que detrás del negocio fingido se escondió 

un contrato de mutuo, lo cierto es que ese hecho no quedó acreditado en el 

proceso; toda vez que ninguna de las pruebas permite inferir que la 

sociedad Inversiones Libos y Cía. S. en C. (hoy Inmobiliaria Libos y Cía. 

S.A.S.) fue acreedora de Diana Nassif de Rima. Por el contrario, quien 

siempre se mostró en esa calidad fue el señor José Libos Saad, quien no 

fue parte del presente proceso. Además, no hubo claridad sobre la 

cantidad adeudada, las condiciones y forma de pago, las fechas en que 

habría de cumplirse la supuesta obligación, ni sobre ninguna otra 

circunstancia que conduzca a afirmar que entre la demandante y la 

demandada se concertó un contrato verdadero. 
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Con relación a la tacha de sospecha del testigo Salomón Rima Nassif por 

ser hijo de la demandante, el juez de primera instancia acertó al resolverla 

desfavorablemente, porque todos los intervinientes en el presente proceso 

son familiares o parientes cercanos. Así, el representante legal de la 

demandada, Antuán Libos Rima, es nieto tanto de la demandante como de 

su antecesor en el cargo, José Libos Saad; mientras que el testigo convocado 

por la convocada, Salim Nassif Feris, es hermano de la actora y contratista 

de la accionada. Por consiguiente, de llegar a admitirse la sospecha por 

parentesco, habría que declararla frente a todos los declarantes, 

quedándose el proceso huérfano de la mayor parte de las pruebas. 

 

Independientemente de lo anterior, si se prescindiera por completo del 

testimonio de Salomón Rima Nassif, en nada cambiaría esta decisión, toda 

vez que su versión no aportó algo distinto a lo que quedó suficientemente 

demostrado con los demás medios de prueba regular y oportunamente 

aducidos al proceso y analizados en su conjunto de conformidad con las 

reglas de la sana crítica. Nótese que las consideraciones en que se fundó 

esta sentencia no hicieron siquiera alusión al mencionado testimonio, por 

ser completamente irrelevante. 

 

Por último, no es cierto que la declaración de Diana Nassif de Rima fue 

evasiva, mendaz o poco fiable, como adujo el apelante; pues lo que sí puede 

apreciarse al revisar el video de la audiencia, es que algunas de las 

preguntas que le hizo el abogado de la contrincante fueron demasiado 

técnicas. Mucho menos resulta relevante la presencia de una persona que 

apareció al fondo del recinto por unos pocos segundos, pues es evidente 

que nada pudo decir ese espectador, ni afectó el desarrollo de la audiencia, 

además que no apareció cuando la demandante rindió su interrogatorio, 

sino durante la declaración del testigo Salim Nassif Feris. Luego, ninguna 

incidencia invalidante pudo haber tenido el asistente incógnito que tanto 

preocupó al abogado. 

 

La declaración de nulidad de la compraventa que hizo el juzgador a quo 

habrá de revocarse porque, una vez probada la simulación absoluta, la 

consecuencia que se impone es la declaración de inexistencia del contrato; 
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absolutamente simulado y, por tanto, inexistente. 

 

Tercero. CONFIRMAR en lo demás la referida determinación. 

 

Cuarto. Sin costas en esta instancia, debido a las modificaciones que 

sufrió la sentencia impugnada. 

 

Quinto. Por la Secretaría de la Sala devuélvase el expediente a la 

autoridad de origen. Ofíciese y déjense las constancias a que haya lugar. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

Firmado Por:

 

 

Aida Victoria Lozano Rico

Magistrada

Sala 016 Civil

Tribunal Superior De Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,

 

 

Jose Alfonso Isaza Davila

Magistrado Tribunal O Consejo Seccional

Sala 018 Civil

Tribunal Superior De Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,

 

 

Flor Margoth Gonzalez Florez

Magistrada

Sala Despacho 12 Civil

Tribunal Superior De Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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SALA DE DECISIÓN CIVIL 

 

Bogotá, D. C., veintiocho de febrero de dos mil veinticuatro 

 
Magistrado Ponente: Germán Valenzuela Valbuena 
 

Radicado:     1100 1310 3034 2021 00218 01 - Procedencia: Juzgado 34 Civil del Circuito. 
Proceso:      Verbal, Ciem Oikos Occidente Centro Industrial y Empresarial P.H. vs. BBVA Colombia S.A 
Asunto:         Apelación Sentencia 
Aprobación: Sala virtual. Aviso 8. 
Decisión:     revoca 

 
Se resuelve el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante 

contra la sentencia de 14 de febrero de 2023. 

 

ANTECEDENTES 

 

1. Ciem Oikos Occidente Centro Industrial y Empresarial P.H. demandó 

al Banco Bilbao Vizcaya Argentaria Colombia S.A - BBVA Colombia 

S.A., con el propósito de que se declarara que la demandada incumplió el 

contrato de cuenta corriente suscrito entre ellos y que ese incumplimiento 

dio lugar al pago de los cheques fraudulentamente sustraídos; y en 

consecuencia, se condenara al Banco al pago de las sumas representadas 

en esos cheques junto con intereses moratorios. Subsidiariamente, pidió 

que las sumas pagadas por BBVA fueran indexadas desde la ejecutoria 

de la sentencia hasta que se efectúe el pago total de la obligación a la tasa 

del 6% efectivo anual previsto en el artículo 1617 del Código Civil. 

 

2. Las pretensiones así resumidas se sustentaron en los siguientes hechos: 

 

a. Que Ciem Oikos Occidente Centro Industrial y Empresarial P.H. 

tiene una cuenta corriente No.001308170100000201 en el Banco BBVA, 

y utiliza la chequera asociada a dicha cuenta únicamente para realizar 

reintegros de caja menor que en promedio no es superior a $700.000. 
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apreciar la adulteración en las firmas y en el sello húmedo (hizo una 

comparación directa al respecto); que esa circunstancia debe conllevar la 

responsabilidad del banco; y que el perito que expidió el dictamen que 

aportó con la demanda sí estableció la notoriedad de la falsedad tras un 

proceso de comparación sencillo. 

 

2. En tiempo la parte no apelante ejerció su derecho a la réplica. 

 

CONSIDERACIONES 

 

1. La sentencia recurrida será revocada, habida cuenta del desacierto en 

primera instancia respecto de la valoración probatoria, específicamente 

en la apreciación de la falsedad palmaria y notoria que existe entre las 

firmas apócrifas impuestas en los cheques, en comparación con las 

rúbricas que fueron registradas ante el banco demandado, todo lo cual se 

detallará a continuación. 

 

2. El contrato de cuenta corriente bancaria se encuentra regulado en los 

artículos 1382 a 1392 del Código de Comercio, previéndose que el 

cuentacorrentista adquiere la facultad de consignar sumas de dinero en un 

establecimiento bancario y de disponer total o parcialmente de sus saldos 

mediante el giro de cheques suministrados por el banco, o en cualquiera 

otra forma previamente acordada con éste, y particularmente asume la 

obligación de cuidado y custodia de los cheques u elementos que se le 

hubieran entregado para disponer de los fondos de la cuenta. Por su parte 

la entidad está obligada a suministrarle regularmente los formularios 

necesarios para el efecto (art. 1386 inc. 2 ibídem), e igualmente debe 

pagar los cheques girados por el cuentacorrentista, hasta el importe del 

saldo disponible en su cuenta. 
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2°) Declarar que el Banco BBVA Colombia S.A. incumplió el contrato 

de cuenta corriente No. 001308170100000201, celebrado entre esa 

entidad y la demandante Ciem Oikos Occidente Centro Industrial y 

Empresarial P.H., con el pago de los cheques Nos. 2172464, 2172465, 

2172468 y 2172483. 

 

3°) Condenar al Banco BBVA Colombia S.A. a pagar a Ciem Oikos 

Occidente Centro Industrial y Empresarial P.H. la suma de $162.475.000, 

más los intereses moratorios comerciales causados desde el 11 de 

diciembre de 2020 y hasta cuando el pago se realice. 

 

4°) Condenar en costas de las dos instancias al Banco BBVA Colombia 

S.A. El magistrado sustanciador fija como agencias en derecho de esta 

instancia la suma de $2.000.000. Liquídense (art. 366 Cgp). 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

Los Magistrados, 
 

GERMÁN VALENZUELA VALBUENA 
 

 HENEY VELÁSQUEZ ORTIZ          ADRIANA SAAVEDRA LOZADA 
Radicado: 1100 1310 3034 2021 00218 01 

 

Firmado Por:
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Magistrado
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Adriana  Saavedra Lozada

Magistrado Tribunal O Consejo Seccional

Sala 001 Civil
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Declarativo 

Demandante: Brayan Stiven Gutiérrez Tovar 

Demandando: José Edgar Barajas Fonseca 

Rad. 11001310303420190066101 

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SALA CIVIL 

 

HENEY VELÁSQUEZ ORTIZ 

Magistrada Ponente 

Aprobado en sala de decisión del 28 de febrero de 2024. Acta 07. 

 

Bogotá D. C., veintiocho (28) de febrero de dos mil veinticuatro (2024) 

 

Procede el Tribunal a decidir el recurso de apelación formulado por el demandante 

contra la sentencia emitida el 16 de agosto de 2023, por el Juzgado Treinta y 

Cuatro (34) Civil del Circuito de Bogotá, dentro del proceso de responsabilidad 

civil extracontractual impulsado por Brayan Stiven Gutiérrez Tovar en contra de 

José Edgar Barajas Fonseca. 

 

ANTECEDENTES 

 

1. Brayan Stiven Gutiérrez Tovar presentó demanda pretendiendo que se declare 

que José Edgar Barajas Fonseca es civil y extracontractualmente responsable, 

por los perjuicios que se le irrogó como consecuencia del accidente de tránsito 

acaecido el 24 de julio de 2019, en el que se le produjeron graves lesiones al ser 

embestido mientras iba en su motocicleta de placa ESV69E, por el vehículo de 

placa BHU669 de propiedad y conducido por el citado. Por consiguiente, reclama 

el pago de $15.500.000 correspondiente al daño emergente por el precio de su 

medio de transporte, ante su destrucción total, y $140.178.000 equivalente al lucro 

cesante por el perjuicio causado a futuro, ítems que ascienden a $155.678.000, 

más los intereses que sobre esas sumas se causen desde el momento de los 

hechos generadores de dichas indemnizaciones, hasta el pago total de las 

mismas1. 

 

                                                
1 Folios 199-210 / 01ExpedienteCompleto.PDF / 01PrimeraInstancia / PrimeraInstancia 

https://etbcsj.sharepoint.com/:f:/r/teams/GRUPO2LUISROBERTOSUAREZGONZALEZ/Documentos%20compartidos/General/CIVIL/ApelacionSentencias/11001310303420190066101?csf=1&web=1&e=YJzBfy
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Así las cosas y, en razón de lo brevemente expuesto el Tribunal Superior del 

Distrito Judicial de Bogotá, administrando Justicia en nombre de la República de 

Colombia y por autoridad de la ley, 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia de fecha y procedencia preanotadas. 

 

SEGUNDO: Sin costas en esta instancia por no aparecer causadas. 

 

Notifíquese,  

 

HENEY VELÁSQUEZ ORTIZ 

Magistrada 

ADRIANA SAAVEDRA LOZADA 

Magistrada 

GERMÁN VALENZUELA VALBUENA 

Magistrado 

 

 

 

Firmado Por:

 

 

Heney  Velasquez Ortiz

Magistrada

Sala  Civil

Tribunal Superior De Bogotá D.C.,

 

 

German  Valenzuela Valbuena

Magistrado

Sala 019 Civil

Tribunal Superior De Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,

 

 

Adriana  Saavedra Lozada

Magistrado Tribunal O Consejo Seccional

Sala 001 Civil

Tribunal Superior De Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SALA DE DECISIÓN CIVIL 
 

Bogotá D.C., veintiocho (28) de febrero dos mil veinticuatro (2024) 

 
Proceso  Verbal  
Demandante  Michael Greiffenstein Ortíz 
Demandados  José Octavio Ibañez Bernier y otra 
Radicado  11001-31-03-028- 2019-00140-01 
Instancia  Segunda -apelación de auto -  
Decisión  Señala agencias en derecho 

 

El suscrito magistrado señala la suma de $800.000 a título de 

agencias en derecho, con fines de la liquidación de costas a que se 

contrae el auto de segundo grado de esta misma fecha.  

 

Notifíquese.  

JAIME CHAVARRO MAHECHA 
Magistrado 
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consecuencia de lo anterior, conminó a los demandados a entregar 

el bien al demandante, dentro de los 10 días siguientes y comisionó 

a los juzgados civiles municipales para practicar la diligencia de 

entrega, en caso tal de que no se efectuara de forma voluntaria.  

 

2. El 16 de junio de 2021 el Juzgado 22 Civil Municipal de 

Bogotá llevó a cabo la diligencia de entrega, a la que se opuso el 

mencionado señor Calvachi Galves, a través de su apoderado 

judicial1, argumentando que: 

 

i) Celebró promesa de compraventa sobre la casa objeto de 

litigio con el señor José Octavio Ibáñez el 24 de abril de 2017, en 

virtud de la cual pagó tres mil millones de pesos, una parte 

representada en el inmueble ubicado en el municipio de Ricaurte 

identificado con matrícula inmobiliaria No. 3077582.   

 
ii) El señalado demandado le realizó la entrega material del 

inmueble el 31 octubre de 2017, pero incumplió con la obligación 

de realizar la transferencia del dominio y al indagar por la causa del 

mismo, encontró que el verdadero propietario era el señor Michael 

Greiffenstein, quien a su vez había firmado promesa de 

compraventa con Ibañez el 29 de septiembre de 2016 sobre el bien 

raíz que él creyó haber adquirido, acto jurídico que a la fecha 

permanece vigente porque el 22 de agosto de 2018 suscribieron otro 

sí. 

 
iii) Desde que habita la casa ha ejercido actos dominio, como 

por ejemplo asumir los gastos de pintura, cambio de tuberías, 

instalación de escaleras de acceso al altillo, entre otras.  

 

iv) Mencionó que el hecho de que los propietarios instauraron 

un proceso reivindicatorio en su contra implica que reconocen su 

calidad de poseedor.   

                                                 
1Min 32 Archivo011GrabacionDiligencia16dejunio. Subcarpeta 02DespachoComisorio. Carpeta 
primerainstancia.  
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que no se demostraron actos de rebeldía que hubieren mutado la 

condición de tenedor a la de poseedor. 

 
II. LA IMPUGNACIÓN 

 
Inconforme con la decisión, el apoderado del opositor formuló 

recursos de reposición y apelación, principal y subsidiario en su 

orden, con fundamento en que el juez de primera instancia había 

perdido la facultad para pronunciarse de fondo sobre la oposición 

planteada, dado que, al haberse entregado el inmueble al 

propietario, desaparecía la pretensión que la sostenía, estando 

totalmente justificado su desistimiento. Adicionalmente sostuvo que 

no se valoró de forma objetiva la demanda reivindicatoria 

interpuesta por el demandante contra su representado, advirtiendo 

que allí se reconoció al señor Calvachi como actual poseedor del 

inmueble, lo que configura una confesión judicial espontánea que 

no puede desconocer el juez de este proceso de restitución de 

inmueble arrendado. 

 
El recurso principal fue despachado negativamente, 

habiéndose concedido la alzada subsidiaria, la que es objeto de 

pronunciamiento por conducto de esta providencia. 

 
III. CONSIDERACIONES 

 
1. Preliminarmente, debe señalarse que, aunque lo relativo a 

la aceptación del desistimiento de la oposición se encuentra 

zanjado, uno de los fundamentos de la apelación consiste 

precisamente, en la presunta ausencia de facultad del juez de 

primera instancia para pronunciarse de fondo sobre la oposición, 

por el hecho de haberse entregado el inmueble y por considerar que 

el desistimiento está claramente justificado, por lo que la sala debe 

efectuar pronunciamiento al respecto. 

 

Ya quedó definido en el litigio que el desistimiento 

condicionado presentado por el opositor, no podía ser resuelto de 







Exp. 11001-31-03-028- 2019-00140-01 

Página 7 de 13 

Paralelamente, el inmueble fue prometido en venta por el señor 

José Octavio Ibáñez (arrendatario y promitente comprador inicial), 

al señor Javier Calvachi Gálves (opositor), mediante acuerdo de 

voluntades del 24 de abril de 2017, sin embargo, el mismo opositor 

señaló que dicho convenio fue incumplido por el señor José Octavio 

Ibáñez Bernier, en cuanto a la escrituración del predio.   

 

Ahora bien, para demostrar los actos de posesión, los cuales 

dijo ejercer desde el 31 de octubre de 2017, el opositor allegó al 

momento de la diligencia los contratos de promesa de compraventa 

anteriormente señalados, así como el escrito de la demanda 

reivindicatoria formulada por Michael Greiffenstein y Liliana Baena 

Giraldo en contra del opositor Javier Eduardo Calvachi Galves y 

Dora Prieto Rojas, reservándose pedir testimonios para ante el 

comitente. 

 

Para admitir la oposición, el comisionado únicamente se centró 

en que en los actores de la demanda reivindicatoria reconocieron la 

calidad de poseedor del opositor, sin efectuar el análisis de los 

contratos de promesa de compraventa; no obstante, el juzgado 

comitente al definir la oposición de fondo, sí tuvo en cuenta dichas 

pruebas documentales. 

 

Es preciso resaltar que no se llevó a cabo el interrogatorio al 

opositor y que las pruebas testimoniales solicitadas fueron negadas 

por el comitente, sin que se presentara reproche alguno a aquella 

decisión.   

 

Siendo, así las cosas, la Sala soportará la decisión en las 

pruebas documentales allegadas y los hechos acaecidos durante el 

trámite de la oposición, tales como la solicitud de desistimiento de 

la misma y el hecho de haberse entregado el inmueble objeto de 

restitución, amén de la alegada confesión. 
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V. DECISIÓN DE SEGUNDA INSTANCIA 

 
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito 

Judicial de Bogotá, D.C., en Sala Civil de Decisión,  

 
RESUELVE 

 
Primero: Confirmar el auto apelado. 

 
Segundo: Condenar en costas al recurrente, las que se 

liquidarán por la secretaría de la primera instancia en la 

oportunidad prevista en el artículo 366 del Código General del 

Proceso.  

 
En la oportunidad correspondiente, remítase el expediente 

digital al juzgado de origen. 

 
Notifíquese. 

 
Magistrado y magistradas que integran la Sala 

 

JAIME CHAVARRO MAHECHA 
 

MARÍA PATRICIA CRUZ MIRANDA 
 

STELLA MARÍA AYAZO PERNETH  
 

 

Firmado Por:

 

 

Jaime  Chavarro Mahecha

Magistrado

Sala  Civil

Tribunal Superior De Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,

 

 



Maria Patricia Cruz Miranda

Magistrado Tribunal O Consejo Seccional

Dirección Ejecutiva De Administración Judicial

División  De Sistemas De Ingenieria

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,

 

 

Stella Maria Ayazo Perneth

Magistrada

Sala 04 Civil

Tribunal Superior De Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 
SALA CIVIL 

 

Bogotá, D.C., veintiocho de febrero de dos mil veinticuatro. 

 
Radicado: 11001 31 03 027 2021 00274 01 

 

Se admite, en el efecto SUSPENSIVO, el recurso de apelación interpuesto 

por la parte demandante contra la sentencia proferida por el Juzgado 27 

Civil del Circuito en audiencia celebrada el 26 de enero de 2024, dentro 

del proceso verbal promovido por Leonardo Medina Campos y Otro contra 

Edwin Alonso Quintero Barbosa y Otro. 

 
Cabe advertir que, de conformidad con lo establecido en la Ley 2213 de 

2022, la parte apelante cuenta con el término de cinco (5) días, a partir de 

la ejecutoria del admisorio, para sustentar en esta instancia los precisos 

reparos en los que fundamentó su recurso de apelación, frente a lo cual la 

parte no apelante tiene cinco (5) días para la réplica. Además, téngase en 

cuenta que la no sustentación de la alzada en esta instancia impone 

declararla desierta según el artículo 12 de la referida normatividad, pues 

a lo dicho en primera instancia no se le puede dar la connotación de la 

sustentación que solo debe hacerse ante el superior, sin perjuicio de que el 

apelante acuda al Tribunal por escrito a dar alcance y desarrollo 

argumental a lo manifestado al momento de la interposición del recurso. 

 
NOTIFÍQUESE  
El Magistrado, 
 
GERMÁN VALENZUELA VALBUENA 

11001 31 03 027 2021 00274 01 
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T. S. B. S. CIVIL - EXP. 110013103 021 2023 00326 01 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, en Sala 

Civil de Decisión Dual, 

 

RESUELVE 

 

Primero. Declarar improcedente el recurso de súplica interpuesto por la 

parte demandante contra el auto proferido el 19 de enero de 2024, por el 

Magistrado Sustanciador Manuel Alfonso Zamudio Mora; en el asunto en 

referencia. 

 

Segundo: Comunicar lo decidido al despacho del magistrado a cargo y 

devolver el expediente. Por secretaría óbrese de conformidad. 

 

NOTIFÍQUESE 

 

Los Magistrados3, 

 

 

IVÁN DARÍO ZULUAGA CARDONA 

 

 

ÓSCAR FERNANDO YAYA PEÑA 

                                                                 
3 Documento con firma electrónica colegiada 
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

DE BOGOTÁ - SALA CIVIL 

 

Bogotá, D.C., veintiocho (28) de febrero de dos mil veinticuatro 

(2024). 

 

Radicación 110013103016 2021 00253 01 

 

Previo a adoptar la decisión que en derecho corresponda, se 

ORDENA oficiar a la secretaría del Juzgado 16 Civil del Circuito de 

esta ciudad, para que, en el menor tiempo posible, certifique si la parte 

actora radicó las fotografías de la valla impuesta en el inmueble objeto 

de usucapión y el certificado de tradición y libertad del predio al interior 

del presente asunto. En caso afirmativo, deberá indicar la fecha 

exacta de presentación y adjuntar las documentales que den cuenta 

de ello.  

 

Aunado, se insta al alzadista para que acredite la remisión y, de ser 

el caso, también el recibido de los antedichos cartulares por parte del 

citado Estrado. Comuníquese la presente decisión por el medio más 

expedito.  

 

NOTIFÍQUESE, 

 

 

 

 

Firmado Por:

Clara Ines Marquez Bulla

Magistrada
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SEGUNDO: SIN COSTAS por no aparecer causadas. 
 

TERCERO: Una vez cobre ejecutoria este pronunciamiento, 

devuélvase el expediente al juzgado de origen. 
 

 NOTIFÍQUESE, 

 
 

ANGELA MARÍA PELÁEZ ARENAS 

Magistrada. 

(1520210022503) 
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DECISIÓN 
 

En mérito de lo expuesto el TRIBUNAL SUPERIOR DEL 

DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, en Sala de Decisión Civil Unitaria, 
  

RESUELVE: 
  

PRIMERO: CONFIRMAR el auto de fecha y procedencia 

anotadas. 
 

SEGUNDO: SIN COSTAS por no aparecer causadas. 
 

TERCERO: Una vez cobre ejecutoria este pronunciamiento, 

devuélvase el expediente al juzgado de origen. 
 

 NOTIFÍQUESE, 

 
 

ANGELA MARÍA PELÁEZ ARENAS 

Magistrada. 

(1520210022502) 

Firmado Por:

Angela Maria Pelaez Arenas

Magistrada

Sala 009 Civil
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Todo lo anterior, al considerar que como en el expediente 

digital obra registro civil de defunción de la señora María Stella Morales 

Bernal, el cual da cuenta de su deceso el 14 de abril del 2016, es claro 

que su fallecimiento acaeció en fecha anterior a la presentación de la 

demanda ante la oficina judicial de reparto, el 8 de junio del 2016; es 

decir, que la misma se dirigió contra quien no tenía capacidad para ser 

parte, cuando necesariamente debía llamarse como demandados a sus 

sucesores. 
 

Puntualizó que como la orden de apremio se profirió el 29 de 

julio del 20162, el juzgador tiene la potestad e instrucción en el proceso 

para adoptar las medidas que sean autorizadas por el Código, para sanear 

los vicios del procedimiento o precaverlos, y aun cuando el asunto viene 

adelantándose desde larga data, esta situación no impide normalizarlo, 

pues se configuró la causal 8 de nulidad contemplada en el artículo 133 

del Código General del Proceso, la cual es insaneable, dado que una 

persona inexistente no puede ser emplazada procesalmente.  
 

2. Inconforme con la anterior determinación, la actora por 

medio del apoderado judicial, formuló recurso de reposición y en subsidio 

apelación, con el fin de que se revoque totalmente el auto objeto de 

estudio y para que en su lugar, se continúe con el trámite procesal, habida 

cuenta que la demanda no se dirigió únicamente en contra de la causante 

María Stella Morales Bernal, sino también en contra de la sociedad 

Distribuciones Rodriard Ltda. y del señor Segundo Alfonso Ardila Sánchez, 

como obra en el mandamiento ejecutivo.  
 

Aseveró que al momento de incoar la acción, desconocía del 

deceso de la ejecutada, pero tan pronto como tuvo conocimiento del 

hecho, lo puso en conocimiento del despacho, quien mediante auto del 8 

de junio de 20173, ordenó citar al cónyuge, herederos, albacea con 

tenencia de bienes o curador de la herencia adyacente (sic) para que 

comparecieran al proceso, garantizando así sus derechos procesales; más 

                                                           
2 Ver fl 65 íd. 
3 Ver fl.88 ib. 
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aún cuando el juez tiene el deber de interrumpir el proceso cuando se 

advierta el fallecimiento del deudor en los procesos ejecutivos. 
 

Alegó que la declaración de nulidad es un remedio extremo, 

que tiene lugar solo cuando han resultado lesionados los intereses de 

quien solicita reversar lo actuado para tener la oportunidad de ejercer su 

defensa, pero en la medida que el juez de instancia hizo el requerimiento 

a los sucesores de la causante, no es procedente nulitar lo actuado a partir 

del auto que libró el mandamiento de pago y menos aún respecto de 

quienes fueron debidamente notificados y se encuentran efectivamente 

representados.  
 

Finalmente, aseveró que los instrumentos de la acción 

cambiaria cumplen los presupuestos necesarios para surtir la ejecución 

instaurada, adicionalmente se dio respuesta a los requerimientos 

realizados en las inadmisiones efectuadas. 
 

3. Surtido el traslado respectivo sin que los demandados se 

pronunciaran al respecto, el a quo mantuvo incólume la providencia 

recurrida, al considerar que el pronunciamiento se hizo de oficio, en virtud 

de lo estatuido en los artículos 135 y 137 del Código General del Proceso, 

ya que el curador ad-litem carece de toda facultad para convalidar la 

actuación, por lo que debe remediarse con la declaración de nulidad.  
 

Puntualizó que, si bien el ordenamiento procedimental 

contempla el evento de la muerte del demandado, cuando ese hecho 

acaece antes de la presentación de la demanda, esta debe dirigirse en 

contra de sus herederos determinados e indeterminados, administradores 

de la herencia o el cónyuge de quien en principio debía ser demandado, 

teniendo en cuenta la existencia o ausencia del proceso sucesorio, el 

conocimiento o ignorancia del demandante respecto a estas personas y/o 

su reconocimiento en el asunto; por lo que la omisión de demandar a esos 

sujetos configura la causal prevista en el numeral 8 del artículo 133 del 

Código General del Proceso, mucho más cuando la demanda se dirige 

contra persona fallecida, puesto que ya no es titular de la personalidad 

jurídica que le permita ejercer derecho alguno de defensa y contradicción, 
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contra de la señora María Stella Morales Bernal, sino que también se enfiló 

en contra de los demás deudores que figuran en el título báculo de la 

presente ejecución (pagaré 001)7, estos son, el señor Segundo Alfonso 

Ardila Sánchez y la sociedad Distribuciones Rodriard Ltda., quienes 

conforme obra en el plenario fueron debidamente vinculados al proceso, 

pues se notificaron personalmente el 21 de octubre del 20168, sin que 

durante el término de traslado formularan excepción alguna.  
 

Por lo anterior, en la medida que en los procesos ejecutivos el 

hecho de demandar a varios deudores configura un litisconsorcio 

facultativo (incluso en los ejecutivos mixtos, como aquí acontece) que en 

términos del artículo 60 del Código General del Proceso, se consideran en 

sus relaciones como litigantes separados y sus actos no redundan en 

provecho ni en perjuicio de los otros, es claro que ninguna nulidad puede 

predicarse respecto de estos sujetos procesales, que a la postre se 

encuentran debidamente notificados y frente a los cuales ninguna 

irregularidad se presentó durante el trámite procesal, por lo que en este 

sentido erró el juzgador de instancia al nulitar toda la actuación por el 

hecho que no haberse dirigido la demanda en contra de los herederos de 

la deudora fallecida. 
 

3.2. En segundo lugar, ahora de cara a la indebida vinculación 

de la deudora fallecida, se advierte que, si bien no hay lugar a aplicar la 

nulidad en los términos dispuestos por la juez a quo, si en mente se tiene 

que contrario a lo dicho por el a-quo, el emplazamiento no se efectuó frente 

a ella, sino frente a sus herederos indeterminados; no existe duda en el 

hecho que al acreedor le estaba vedado dirigir su acción en contra de la 

señora Morales Bernal, pues al tiempo de incoarse la demanda, la misma 

había dejado de existir como persona y aun cuando este hecho natural en 

manera alguna implica la extinción o desaparecimiento de los derechos y 

obligaciones con los que contaba hasta antes de su fallecimiento, lo cierto 

es que dada su naturaleza, los mismos se transmitieron y en todo caso 

pasaron a integrar en forma temporal un patrimonio autónomo, llamado 

sucesión o herencia, que está llamada a ser distribuida entre sus herederos 

                                                           
7 Ver fl.5 y 6 ibídem 
8 Ver fl. 72 íd. 
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RESUELVE: 
 

PRIMERO. CONFIRMAR PARCIALMENTE el ordinal primero 

del auto objeto de inconformidad, en el sentido de indicar que la nulidad 

de lo actuado a partir del auto que libró la orden de apremio se predica 

única y exclusivamente respecto de la deudora María Stella Morales 

Bernal, por lo que respecto a los codemandados Segundo Alfonso Ardila 

Sánchez y la sociedad Distribuciones Rodriard Ltda., la actuación procesal 

se mantiene incólume. 
 

SEGUNDO. CONFIRMAR el ordinal segundo de la providencia 

de fecha y procedencia anotadas, por lo dicho en los considerandos. 
 

TERCERO. SIN costas en esta instancia, por no aparecer 

causadas. 
 

CUARTO.  Una vez cobre ejecutoria esta providencia, devolver 

el expediente digital al estrado de origen. 

 

NOTIFÍQUESE, 

 

ANGELA MARÍA PELÁEZ ARENAS  

Magistrada. 

(1520160028901) 
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Angela Maria Pelaez Arenas

Magistrada

Sala 009 Civil
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Centro; por inexistencia, falta u omisión de los requisitos formales que la Ley 

prescribe; y ii) como consecuencia, la devolución en su favor de $60.000.000 con 

la correspondiente corrección monetaria. 

 

Como pretensión primera subsidiaria solicitó i) la nulidad absoluta del 

acuerdo allegado frente al inmueble 50C-252896, por objeto ilícito; y ii) la 

devolución de $60.000.000 con la correspondiente corrección monetaria. 

 

Como pretensión segunda subsidiaria solicitó i) la declaración de 

enriquecimiento sin justa causa del demandado; y ii) la devolución de $60.000.000 

con la correspondiente corrección monetaria. 

 

2. Fundamentos fácticos de las pretensiones 

 
2.1. Gentil Escobar Rodríguez ofreció en noviembre de 2017 a Luis Ernesto 

Cabrera Salazar la oficina 606 del edificio Ángel de Bogotá, D.C., ubicada en la 

calle 19 nro. 6-68, con matrícula inmobiliaria nro. 50C-252896 de la Oficina de 

Registro de Instrumentos Públicos de Bogotá, Zona Centro; lo que dio lugar a 

entablar conversaciones sin concretar negocio alguno, aunque se acordó el precio 

y otros detalles. 

 

2.2. El demandante entregó al demandado $60.000.000 el 30 de noviembre 

de 2017, quien extendió un recibo, en atención al acuerdo verbal; pero, no se 

celebró contrato de promesa de compraventa por escrito. 

 

2.3. El inmueble estaba embargado y aún sigue en tal estado. 

 

2.4. El demandante exigió al demandado la devolución del dinero entregado, 

quien se negó al referir que los recibió como arras. 

 

3. Posición de la parte demandada 
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propiedad de la oficina 604 de la carrera 7 nro. 13-84 de Bogotá, que debía ser 

entregada como parte del pago por $80.000.000; no canceló los siguientes 

$50.000.000; ni acudió a la Notaría Cuarta de la ciudad, para el acto de 

escrituración. 

 

- El demandante en reconvención ha estado dispuesto a transferirle a su 

contraparte el inmueble previo pago de $250.000.000; situación que le ha impedido 

vender (a un tercero) el bien. 

 

4. Trámite de la demanda de reconvención  

 

4.1. En proveído del 12 de abril de 2019 fue admitida la demanda de 

reconvención5. 

 

4.2. El demandado dentro de dicho trámite6 i) se opuso a las pretensiones; 

ii) dio respuesta a cada uno de los hechos, y iii) formuló como excepciones de 

mérito: a) inexistencia del contrato innominado de separación de la oficina; b) 

incumplimiento del demandante; c) falta de legitimación en la causa activa; d) falta 

de legitimación en la causa pasiva; e) cobro de intereses inexistentes; y f) 

inexistencia de perjuicios. 

 

5. Remisión del expediente al juzgado con categoría de circuito 

 

5.1. El Juzgado 66 de Pequeñas Causas y Competencia Múltiple de Bogotá, 

D.C., en sesión de audiencia del 04 de febrero de 2020, en atención a la pretensión 

comprendida en la demanda de reconvención, de declaración de un contrato 

innominado por $250.000.000, dispuso estar en presencia de un asunto de mayor 

cuantía y procedió a la remisión del expediente a los juzgados con categoría de 

circuito para su reparto7. 

 

                                     
5 Ibidem, página 48. 
6 Ibidem, páginas 52 a 55. 
7 Cuaderno principal, archivo 01, páginas 57 y 58. 
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7.1. Incoherencia jurídica y fáctica de la sentencia, al decretar la nulidad de 

un contrato que en la misma se determinó que no existía. 

 

7.2. Falta de examen jurídico y probatorio del contrato innominado de 

separación de la oficina 606 del edificio de la calle 19 #6-68 de Bogotá, planteado 

en la demanda de reconvención. 

 

7.3. Omisión al examinar que la contratación de las partes en el proceso fue 

escalonada: 1) separación de la oficina mencionada, 2) contrato de promesa de 

compraventa y, 3) contrato de compraventa. 

 

7.4. Se pasó por alto que quien incumplió todos los negocios jurídicos fue 

únicamente el demandante Luis Ernesto Cabrera Salazar. 

 

7.5. Se dejó de apreciar que quien cumplió lo pactado, en exceso, fue Gentil 

Escobar Rodríguez. 

 

7.6. No se vio, pese a estar probado, que quien sufrió perjuicios con el 

incumplimiento de Cabrera Salazar fue el demandado Escobar Rodríguez. 

 

7.7. Se dejó de indemnizar al demandado Gentil Escobar Rodríguez, pese a 

estar demostrado que cumplió cabalmente las obligaciones a su cargo, en exceso, 

y que fue el único que sufrió perjuicios con el incumplimiento de Luis Ernesto 

Cabrera Salazar. 

 

8. Intervención del no recurrente12 

 

El apoderado del demandante acercó escrito como oposición al recurso 

planteado por su contraparte; para estimar que debe confirmarse la decisión. 

Sumado, pidió sancionar al convocante por temeridad y mala fe ante la falta de 

fundamento legal para la reconvención. 

                                     
12 Ibidem, archivo 08. 
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II. CONSIDERACIONES 

 

1. La competencia del Tribunal está delimitada por los puntos de 

controversia expuestos como reparos concretos, ampliados en la sustentación de 

la apelación, y están vedados los temas que no hayan sido debatidos frente al fallo 

de primera instancia como enmarcan los artículos 320 y 328 del Código General 

del Proceso. 

 

2. Desde ahora se advierte que se confirmará la sentencia refutada al tornarse 

impróspero el recurso formulado por el demandado, toda vez que la 

inconformidad no permite avizorar argumentos de rigor para quebrar la decisión. 

 

3. En el presente, la controversia se ha suscitado en el marco fáctico de la 

negociación adelantada entre las partes, que propendía porque Luis Ernesto 

Cabrera Salazar adquiriera de Gentil Escobar Rodríguez la oficina 606, del edificio 

Ángel, ubicada en la calle 19 nro. 6-68 de la ciudad, con matrícula inmobiliaria nro. 

50C-252896 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Bogotá, Zona 

Centro; concepto que generó la entrega de $60.000.000 del interesado en la 

compraventa al propietario, el 30 de noviembre de 2017; sin que llegara a 

perfeccionarse el contrato esperado. 

 

4. En el contexto anterior, se pasan a abordar los puntos de apelación en 

presencia de un recurrente único, dado que, solo mostró inconformidad con el 

fallo el demandado Gentil Escobar Rodríguez. Como orden, primero se mirará lo 

correspondiente a la pretensión de nulidad y seguido, lo pedido vía reconvención. 

 

Como cuestión preliminar se tiene que, no pueden ser despejados de fondo 

todos los ítems expuestos como sustentación, en tanto, solo podrán serlo aquellos 

que se encuentran atados de manera clara e inteligible a los puntos de reparo. En 

tal ámbito, se considera: 

 

4.1. Sobre la declaración de nulidad de un contrato inexistente. 
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Ante tales precisiones no se explorarán los puntos anunciados al transgredir 

los límites demarcados desde la interposición de la alzada. 

 

5. Sobre lo pedido por el demandante para que se castigue por temeridad y 

mala fe al apelante al no tener fundamento la demanda de reconvención25; se 

considera que, la conducta de Gentil Escobar Rodríguez no se muestra ajena a la 

del litigante que ejerce sus derechos de contradicción y defensa, más cuando, el 

aporte probatorio que se conoció en desarrollo de tal instituto fue relevante para 

el esclarecimiento de hechos de interés y consecuente resolución del particular. 

 

Ahora, la falta de prosperidad del medio no puede apreciarse artificiosa 

porque el extremo se ocupó de avanzar en su causa, cosa distinta es la negativa que 

obtuvo; pero no por ello, debe ser sancionado. 

 

6. Bajo las anteriores posturas se sella el fracaso de los reparos zanjados, por 

lo que, se procederá a confirmar la sentencia en estudio y a condenar en costas al 

recurrente; las que se tasarán en el margen mínimo. 

 

III. DECISIÓN 

 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, en Sala 

Séptima Civil de Decisión, administrando justicia en nombre de la República de 

Colombia y por autoridad de la ley, 

 

RESUELVE 

 

Primero. Confirmar la sentencia proferida el 18 de abril de 2023 por el 

Juzgado 15 Civil del Circuito de Bogotá, D.C., en el asunto en referencia.   

 

Segundo. Condenar en costas al recurrente y en favor del demandante 

principal. Como agencias en derecho por la segunda instancia el Magistrado 

                                     
25 Cuaderno de segunda instancia, archivo 08, página 03. 
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sustanciador fija la suma de dos millones de pesos ($2.000.000,oo). Ante el a quo 

efectúese la correspondiente liquidación. 

 

Tercero: Devolver el expediente al despacho de origen, una vez 

ejecutoriada esta providencia. Por secretaría procédase de conformidad. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE; 

 

Los Magistrados,26 

 

IVÁN DARÍO ZULUAGA CARDONA 

 

ÓSCAR FERNANDO YAYA PEÑA 

 

MANUEL ALFONSO ZAMUDIO MORA 

                                     
26 Firma electrónica colegiada. 
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emergente en $2.922.368 y como lucro cesante, $5.840.849 (ya indexados), en 

atención a la relación vigente con la Universidad Manuela Beltrán, ingreso al que 

se le descontó lo recibido como incapacidades por la Nueva E.P.S. 

 

Para los perjuicios extrapatrimoniales especificó que, los morales descansan 

en la innegable aflicción y congoja que le produjo las lesiones a la víctima, mismos 

que, bajo el arbitrio judicium fueron tasados en $30.000.000. Para el daño a la salud, 

dada la gravedad y secuelas definitivas se fijaron $30.000.000, correspondientes a 

20 smlmv (sic), aproximadamente. 

 

Por último, al haberse encontrado respaldado el siniestro, orientó porque, 

HDI Seguros S.A., reembolsara la suma de $68.763.217 a los demandados o a 

quien hiciera el pago a la demandante, previo descuento del porcentaje acordado 

como deducible. 

 

7. Recursos de apelación 

 

7.1. Alzada promovida por Julián Felipe Bermúdez Bohórquez y 

Vilma Bohórquez Camargo13 

 

Los demandados presentaron ante la primera instancia los puntos de reparo 

de manera separada y sustentaron ante esta sede a través de un mismo escrito la 

alzada; la que se sintetiza en: 

 

7.1.1. La declaratoria de responsabilidad: insistieron que el hecho es 

atribuible a la víctima, quien se encontraba sobre la vía, no en la berma, e intentó 

cruzarla sin precaución, lo que tornó inevitable e irresistible la colisión. 

 

7.1.2. La condena en costas: debió imponerse únicamente a la aseguradora, 

en observancia a la relación contractual entre la propietaria del vehículo y la 

compañía que expidió la póliza. 

 

                                     
13 Ibidem, archivos 013 y 014, y cuaderno de segunda instancia, archivo 06. 
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7.1.3. El descuento de porcentaje de deducible a cargo de Vilma Bohórquez 

Camargo: en el contrato de seguro no se fijó ninguna suma a asumir por ese 

concepto. 

 

7.2. Alzada promovida por HDI Seguros S.A.14 

 

La aseguradora mostró desacuerdo frente a: 

 

7.2.1. La declaratoria de existencia del nexo causal: atribuyó lo sucedido a la 

convocante y refutó estar probada la culpa exclusiva de la víctima. 

 

7.2.2. La ausencia de valoración respecto a la concurrencia de culpas: el 

accidente fue ocasionado por la imprudencia de la afectada, mientras que el 

conductor del automóvil fue el único que se encontraba en estricto cumplimiento 

de la normativa de tránsito. 

 

7.2.3. La tasación de los daños inmateriales: los perjuicios morales y el daño 

a la salud debieron de ser acreditar; los que fueron establecidos por el a quo sin 

consideración al grado de participación de la víctima y los padecimientos pretéritos 

en su salud. 

 

7.2.4. La tasación del daño emergente: se incurrió en contradicción al 

reconocerse a la reclamante $2.922.368 sin que se hubiera constatado la causación 

de esas erogaciones; y se pasó por alto que ante un accidente el SOAT del vehículo 

es el que se hace cargo de los gastos y luego la EPS. 

 

7.2.5. La ausencia de sanciones por encontrarse probada la objeción al 

juramento estimatorio: no se emitió pronunciamiento respecto a la solicitud de 

imponer sanción a la demandada ante la extralimitación al momento de tasar los 

perjuicios. 

 

8. Intervención del no recurrente15 

                                     
14 Cuaderno de primera instancia, archivo 015, y cuaderno de segunda instancia, archivo 07. 
15 Cuaderno de segunda instancia, archivo 08. 
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El apoderado de la demandante acercó escrito como oposición al recurso 

planteado por su contraparte; para estimar que debe procederse a la confirmación 

de la decisión. Sumado, solicitó el incremento de lo concedido como perjuicios 

patrimoniales, extrapatrimoniales y costas procesales. 

 

II. CONSIDERACIONES 

 

1. La competencia del Tribunal está delimitada por los puntos de 

controversia expuestos como reparos concretos, ampliados en la sustentación de 

la apelación, y están vedados los temas que no hayan sido debatidos frente al fallo 

de primera instancia como enmarcan los artículos 320 y 328 del Código General 

del Proceso. 

 

2. Desde ahora se advierte que se confirmará la sentencia refutada, toda vez 

que los puntos de inconformidad no permiten despachar favorablemente las 

excepciones de los demandados. 

 

3. En el presente, la controversia se ha suscitado en el marco fáctico del 

accidente de tránsito padecido por Juana Cecilia Zúñiga Linero el 04 de noviembre 

de 2015 a las 8:46 horas, cuando se desplazaba como peatón en la vía Chía - Cajicá, 

kilómetro 10+650, a la altura de Home Center, vereda Canela, momento en que 

fue impactada por el vehículo de placas BFZ029, que le causó diversas lesiones. 

 

4. En lo que respecta al marco normativo, nos encontramos en presencia 

de una actividad peligrosa, cuya culpa se presume en cabeza del dueño del 

automotor; como desarrollo de los artículos 2341 y 2356 del Código Civil16; 

cobijada dentro del contrato de seguro del artículo 1036 y siguientes del Código 

de Comercio. 

 

                                     
16 Código Civil. 
Artículo 2356. Responsabilidad Por Malicia O Negligencia. Por regla general todo daño que pueda imputarse a malicia o 
negligencia de otra persona, debe ser reparado por ésta.  
Son especialmente obligados a esta reparación:  
1. El que dispara imprudentemente una arma de fuego.  
2. El que remueve las losas de una acequia o cañería, o las descubre en calle o camino, sin las precauciones necesarias para que 
no caigan los que por allí transiten de día o de noche.  
3. El que obligado a la construcción o reparación de un acueducto o fuente, que atraviesa un camino, lo tiene en estado de 
causar daño a los que transitan por el camino.  
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Así, tal conducta no se configura, porque la convocante sí se esforzó en 

acreditar los detrimentos, cosa distinta es que el peso de lo que trajo no resultó 

suficiente para acceder por entero a estos, sino de manera parcial, con lo que se 

desvirtúa la negligencia o temeridad acotados. Lo dicho es suficiente para descartar 

el punto planteado. 

 

6. Consecuencia de lo anterior, se confirmará en su integridad la sentencia 

de primera instancia y se condenará en costas a los demandados, al no salir avante 

el objeto de su alzada. 

 

III. DECISIÓN 

 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, en Sala 

Séptima Civil de Decisión, administrando justicia en nombre de la República de 

Colombia y por autoridad de la ley, 

 

RESUELVE 

 

Primero. Confirmar la sentencia proferida el 17 de mayo de 2022 por el 

Juzgado 15 Civil del Circuito de Bogotá, D.C., en el asunto en referencia. 

 

Segundo. Condenar en costas a los recurrentes y en favor de la 

demandante. Como agencias en derecho por la segunda instancia el Magistrado 

sustanciador fija la suma de dos millones seiscientos mil pesos ($2.600.000,oo) a 

cargo de los codemandados. Ante el a quo efectúese la correspondiente liquidación. 

 

Tercero. Ejecutoriada esta providencia, devuélvase el expediente al 

despacho de origen. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE; 

Los Magistrados,51 

 

                                     
51 Documento con firma electrónica colegiada. 
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Revisada la actuación se observa que el apoderado de Enkontrol Colombia 

S.A.S., en audiencia del 15 de diciembre de 2023, formuló recurso de 

apelación contra el auto de la jueza que le negó una exhibición de 

documentos1, sin que se hubiere dado traslado de la sustentación oral a los 

demás intervinientes. 

 

Por tanto, la secretaría del Tribunal corra traslado de ella a la demandante y 

la codemandada, por el término de 3 días (CGP, art. 110). 

 

Oportunamente, retorne el proceso al Despacho. 

NOTIFÍQUESE, 

                                                 
1 Cuaderno 01, Archivo 59, min 2:29 
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tecnológicos necesarios para garantizar el ingreso, egreso y 

evacuación de las personas que se viene hablando, en todos los 

niveles superiores al primer piso, así como en las áreas sociales. 

 

En consecuencia, se ordena a la copropiedad, realizar las 

adecuaciones necesarias, así como la adquisición e instalación de 

la totalidad de dispositivos eficaces de ingreso, egreso y 

evacuación de emergencia segura, autónoma o asistida e 

independiente para las personas con discapacidad o movilidad 

reducida, en todos los niveles superiores al primer piso. 

 
A su vez solicitó, se disponga el reembolso por compensación 

de los gastos en que incurrió Veedur para la presentación de la 

acción, además de la respectiva condena en costas del proceso. 

 
2. Sustento fáctico2. El Parque Residencial El Edén - 

Propiedad Horizontal, se encuentra ubicado en la transversal 70 

No. 67 B - 80 sur de la localidad Ciudad Bolívar en la ciudad de 

Bogotá. Se trata de un complejo habitacional permanente que 

agrupa múltiples unidades y cuenta con elevadores y escaleras 

que conectan los primeros pisos con los niveles superiores. 

 
2.1. Por otro lado, la agrupación no realizó reclamación ante 

las autoridades de control y vigilancia o la constructora, para que 

se les habilitara un sistema de evacuación de emergencia para 

personas con discapacidad o movilidad reducida. 

 
2.2.  En línea con lo expuesto, la Veeduría Urbanística 

Nacional por la Inclusión de la Diversidad Funcional en Colombia 

-Veedur-, llevó a cabo una visita al conjunto residencial y realizó 

indagaciones entre sus habitantes para verificar la presencia de 

elementos de evacuación, como rampas u otros medios técnicos 

alternativos de salida al interior de los bloques de la copropiedad. 

Durante este proceso, se evidenciaron deficiencias en temas de 

                                                 
2 Páginas 2-9. Archivo No. 003AccionPopular.pdf. 







Radicación: 11001310300820220034501 

5 

personas con discapacidad, movilidad reducida o limitada. Sin 

embargo, se abstuvo de condenar en costas.  

 
5. Apelación. Inconforme, la Veeduría Urbanística Nacional 

por la Inclusión de la Diversidad Funcional en Colombia -Veedur, 

formuló en su contra recurso vertical12.  

 
5.1. Sustentación del recurso13. En síntesis, el veedor 

ciudadano cuestionó la ausencia de la condena en costas y, 

argumentó que, según lo establecido en el artículo 365 del Código 

General del Proceso por remisión expresa del artículo 38 de la Ley 

472 de 1998, y lo señalado por el Consejo de Estado en Sentencia 

de Unificación del 6 de agosto de 2019, estas deben ser 

reconocidas. Alega que ha incurrido en gastos tanto en la parte 

preparativa como con la presentación de la demanda, sin que 

estos hubiesen sido objetados por la parte contraria, lo que 

constituiría una plena prueba de su existencia. 

 
5.2. Traslado del recurso. El accionado y las entidades 

vinculadas guardaron silencio. 

 
 

II. CONSIDERACIONES 
 
 
1. Observado que los presupuestos procesales se encuentran 

reunidos sin que concurra causal de nulidad con entidad para 

invalidar lo actuado, es procedente desatar la apelación del fallo 

de conformidad con lo establecido en el artículo 38 de la Ley 472 

de 1998  y, a la par de lo regulado en los artículos 327 y 328 del 

Código General del Proceso, esto es, limitado a las censuras 

presentadas por el apelante. 

 
Y fijado este punto, el problema jurídico a resolver se centra 

en establecer la procedencia o no de la condena en costas en la 

                                                 
12 Archivo No. 044SustentacionApelacion 
13 Archivo No. 06MantieneSustentacionF44c1 Cuaderno Tribunal. 
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SEGUNDO: NO CONDENAR en costas en esta instancia. 

 

TERCERO: DEVOLVER el expediente a su Despacho de 

origen. Oficiar y dejar las constancias que correspondan. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

FLOR MARGOTH GONZÁLEZ FLÓREZ 
MAGISTRADA 

 
 

JOSÉ ALFONSO ISAZA DÁVILA 
MAGISTRADO 

 
 

AÍDA VICTORIA LOZANO RICO 
MAGISTRADA 
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numeral 5 se aplica para todos los eventos de fijación de agencias en 

derecho. 

 
2. Así las cosas, como el único argumento de la alzada no logra desvirtuar 

los fundamentos de la decisión recurrida, se impone su ratificación. Es de 

ver que en este caso la parte apelante solo reprochó la posibilidad de variar 

las agencias en esta etapa, mas no el monto en sí mismo, por lo que la 

confirmación del auto está dada ante la improsperidad de dicho argumento. 

 
DECISIÓN 

 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, Sala 

Civil, CONFIRMA el auto proferido el 12 de octubre de 2023 por el 

Juzgado 6° Civil Circuito de Bogotá. 

 
NOTIFÍQUESE Y DEVUÉLVASE 
El Magistrado,  
 

GERMÁN VALENZUELA VALBUENA 
            11001 31 03 006 2018 00517 02 
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Magistrada Sustanciadora: ADRIANA AYALA PULGARÍN 

 
Sería del caso resolver lo pertinente frente a la apelación del auto que negó 

la práctica de una prueba pericial solicitada por la parte accionada, si no fuera 

por que por auto de la misma fecha se declaró la nulidad de lo actuado por 

pérdida de competencia, decisión a la que las partes deberán sujetarse para los 

fines que corresponda. 

 
NOTIFÍQUESE, 
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lo dijo en el auto que prorrogó la instancia, dicho plazo vencía el 4 de abril de 

2023, el que si bien acaeció durante un periodo feriado -aunque en ese caso no 

se probó suspensión alguna- trasladado el mismo al siguiente día hábil (10 de 

abril) en todo caso, el auto emitido el día 12° subsiguiente, tal como lo alegó la 

quejosa, resultaba nulo, así como la actuación registrada de ahí en adelante. 

 
9. Consecuencia de lo anterior es que se revocará el auto apelado, se 

declarará la nulidad invocada, sin perjuicio de las pruebas que hubiesen sido 

legal y oportunamente incorporadas y practicadas dentro del juicio (Art. 138 del 

C. G. del P. y se realizarán los ordenamientos pertinentes. Sin costas por no 

aparecer causadas. 

 
DECISIÓN 

 
En mérito de lo expuesto, la suscrita magistrada de la Sala Civil del 

Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, D.C.,  

 
RESUELVE: 

 
Primero: Revocar el auto de fecha y procedencia conocidas y, en 

consecuencia,  

 
Segundo: Declarar la nulidad de lo actuado dentro del juicio de la 

referencia, por pérdida de competencia de la Delegatura para Asuntos 

Jurisdiccionales de la Superintendencia de Industria y Comercio - SIC, sin 

perjuicio de las pruebas que hubiesen sido legal y oportunamente incorporadas 

y practicadas, a partir del 4 de abril de 2023, inclusive. 

 
Tercero: Ordenar la remisión del expediente a la oficina judicial de 

reparto de los Juzgados Civiles del Circuito de Bogotá, D.C., para que sea 

sorteado entre los mismos y estos asuman su conocimiento. Ofíciese como 

corresponda. 

 
NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE, 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 
TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ D.C. 

SALA CIVIL 

 
Bogotá D.C. veintiocho (28) de febrero de dos mil veinticuatro (2024) 

 
Radicación : 11001 31 99 001 2020 44207 01. 

Tipo : Verbal (competencia desleal). 

Demandante : Edatel S.A. 

Demandada : Comunicación Celular S.A. - Comcel S.A. 

 
Magistrada Sustanciadora: ADRIANA AYALA PULGARÍN 

 
Sería del caso admitir el recurso de apelación formulado frente a la 

sentencia de primera instancia, si no fuera porque por auto de la misma fecha 

se declaró la nulidad de lo actuado por pérdida de competencia, decisión a la 

que las partes deberán sujetarse para los fines pertinentes. 

 
NOTIFÍQUESE, 

 

 





REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ D.C. 

Sala Civil 
 

Bogotá D.C., veintiocho (28) de febrero de dos mil veinticuatro (2024) 

 

Ref.: Proceso verbal de Luz María Escobar Pineda y otra contra Escobar & 
CÍA. Ltda. en liquidación 

 

En orden a resolver el recurso de apelación que la parte demandante 

interpuso contra el auto de 9 de noviembre de 2023, proferido por la 

Superintendencia de Sociedades dentro del proceso de la referencia para 

negar unas medidas cautelares, bastan las siguientes, 

 

CONSIDERACIONES 

 

1.  No se discute que en los procesos de impugnación de actos de 

asamblea, juntas directivas o de socios el legislador previó una medida 

cautelar típica consistente en la suspensión provisional de los efectos del acto 

cuestionado (CGP. art. 382), como tampoco que su decreto exige verificar si 

la decisión censurada viola las disposiciones legales o estatutarias traídas a 

colación por el demandante. Ese laborío, precisa la mencionada regla 

jurídica, impone analizar el acto demandado y confrontarlo con las normas a 

las que debía sujetarse, reparando, claro está, en las pruebas allegadas con 

la solicitud. 

 

Aunque en esta hipótesis no se aplican los requisitos previstos en el literal c. 

del numeral 1º del artículo 590 del CGP, relativas a medidas cautelares 

discrecionales, a ello no le sigue que el juez no deba reparar en la 

plausibilidad de la pretensión, puesto que toda cautela, típica o atípica, hunde 

sus raíces en ese parámetro, tanto más si la suspensión provisional tiene 

como propósito prevenir daños y truncar los efectos que se hubieren causado 
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de Comercio como tal, por el momento es plausible afirmar que no 

habiéndosele aprobado las cuentas de la gestión que adelantó como 

administrador de la empresa antes de su disolución, le está vedado ejercer 

sus funciones como liquidador. 

 

La cuestión, entonces, para resolver sobre la viabilidad de la medida cautelar 

no consiste en verificar si fue nombrado y si aparece inscrito en el registro 

mercantil; la controversia es otra: si podía ejercer sus funciones, entre ellas 

la de convocar a la asamblea de accionistas. Aunque podría disputarse que 

la convocatoria precedió a la medida cautelar de suspensión decretada el 15 

de agosto de 2023, es innegable que la asamblea fue posterior, el 18 de 

agosto de ese año, y que la eventual invalidez o ineficacia tienen efectos 

retroactivos o de pleno derecho, según corresponda, todo lo cual se afirma 

bajo el abrigo del humo de buen derecho. 

 

3. Desde esta perspectiva, la suspensión solicitada es procedente, por lo 

que se revocará el auto apelado, para que la Superintendencia, antes de su 

ordenamiento, fije la respectiva caución. 

 

Resta decir, en lo tocante a las decisiones adoptadas en la reunión de 18 de 

agosto de 2023, más concretamente la aprobación de ciertas actas, que la 

juzgadora de primer grado deberá examinar su viabilidad con miramiento en 

la incidencia que tiene la convocatoria. 

 

No habrá condena en costas, por no estar causadas. 
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DECISIÓN 

 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior de Bogotá, Sala Civil, revoca 

el auto de 9 de noviembre de 2023, proferido por la Superintendencia de 

Sociedades dentro del proceso de la referencia y, en su lugar, dispone que la 

funcionaria de primer grado proceda a fijar la caución necesaria y suficiente 

para el ordenamiento de las medidas cautelares respectivas. 

NOTIFÍQUESE, 
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Es claro, entonces, que lo requerido por la sociedad actora es reabrir un 

debate probatorio que no encuadra en las causales invocadas para su 

recaudo en segunda instancia. 

 

3. Baste lo anterior para confirmar la decisión impugnada. 

 
DECISIÓN 

 
Por lo expuesto, se CONFIRMA el auto suplicado, proferido por la 

Magistrada sustanciadora el 11 de diciembre de 2023. Devuélvase la 

actuación al Despacho correspondiente 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE  
Los Magistrados, 
 

GERMÁN VALENZUELA VALBUENA          HENEY VELÁSQUEZ ORTIZ 
                                          Rad. 11001 31 99 002 2022 00134 01 
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R.I. 16210 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

DE BOGOTÁ - SALA CIVIL 

 

Bogotá D.C. veintiocho (28) de febrero de dos mil veinticuatro (2024). 

 

Magistrada Ponente. STELLA MARÍA AYAZO PERNETH 

 

Proceso  Verbal 
Demandante SAN AGUSTIN EVENTOS Y TURISMO S.A.S. 
Demandado CORPORACIÓN SAN AGUSTÍN 

Radicado  110013199001202140221 03 
Instancia  Segunda  
Asunto  Sentencia 

 

Discutido y aprobado en Sala de 14 de febrero de 2024. Acta 06. 

 

I.- ASUNTO 

Procede la Sala a resolver el recurso de apelación interpuesto por 

el extremo demandante, contra la sentencia proferida el 30 de junio 

de 2022, por el Grupo de Trabajo de Competencia Desleal y Propiedad 

Industrial de la Delegatura para Asuntos Jurisdiccionales de la 

Superintendencia de Industria y Comercio, dentro del proceso de la 

referencia. 

 

II.- ANTECEDENTES 
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de infracción a derechos de propiedad industrial, con 

fundamento en los literales a) y d) del artículo 155 de la 

Decisión 486 de 2000. 

f. A la Corporación San Agustín, se ordene eliminar de manera 

inmediata las imágenes y publicaciones, de los perfiles de 

redes sociales que utilice o le pertenezcan, como son: 

Facebook, Instagram, YouTube y páginas web, donde se 

identifique con el signo San Agustín. 

 

2). CAUSA:  

 

Como fundamento de las pretensiones se adujo:  

 

1. San Agustín Eventos y Turismo S.A.S. es titular del nombre 

comercial San Agustín, de las marcas comerciales San Agustín 

Banquetes y San Agustín Viajes y Fiestas, para identificar servicios de 

las clases 39, 41 y 43 de la clasificación internacional de Niza, signos 

distintivos cuyo uso ha sido continuo desde el año 1989. 

 

2. En mayo de 2021 la demandante pudo constatar que la 

Corporación San Agustín utiliza la expresión San Agustín Virtual, para 

distinguir servicios que se encuentran en el mismo nomenclátor de 

clasificación Niza, que ofrece la demandante; conducta que la 

demandada realiza a través de sus portales web, donde emplea colores 

similares e iguales a los de San Agustín Eventos y Turismo S.A.S. en 

sus signos distintivos. 

 

3). ACTUACIÓN PROCESAL: 
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incluya el servicio de formación o educación, le fue reconocida la 

marca mixta de Instituto Tecnológico San Agustín, para servicios 

publicitarios gestión de negocios, entre otros, sin señalar de manera 

concreta a qué tipo de publicidad se refiere el registro, por lo que bien 

puede utilizarse para la prestación del servicio de educación. 

 

Afirmó que no hay conexidad competitiva en los servicios que 

distinguen los signos en conflicto, por cuanto los fines para acudir a 

cada una de las empresas son diferentes. Así, mientras la demandada 

desarrolla la actividad económica de educación desde el año 2004 en 

18 programas técnicos laborales, la demandante ofrece servicios para 

la celebración de eventos familiares, sociales o empresariales, de 

donde se colige que no existe la posibilidad de que un consumidor 

pueda acudir a los servicios con la errada convicción de que se trata 

de la misma empresa o que pertenecen al mismo grupo empresarial, 

pues se encuentran en segmentos del mercado totalmente diferentes. 

 

Añadió que la demandante se presenta al mercado con distintas 

denominaciones las cuales no corresponden a la expresión San 

Agustín, por lo que no es posible acreditar el uso público, continuo, 

ininterrumpido y ostensible del nombre comercial San Agustín en el 

mercado. 

 

Posteriormente, el a quo descartó la configuración de actos de 

competencia desleal por confusión, imitación o explotación de la 

reputación ajena. En cuanto al primero, señaló que no se puede inferir 

riesgo de confusión para el consumidor porque lo que se demostró es 

que la parte demandada se presenta como Instituto Tecnológico San 







R.I. 16210                                                                       Rad. 110013199001202140221 03 
Ref. Proceso Verbal de San Agustín Eventos y Turismo SAS contra Corporación San Agustín 

versan sobre servicios idénticos a los prestados por la 

demandante. 

 
- La Delegatura para Asuntos Jurisdiccionales de la 

Superintendencia de Industria y Comercio desconoció los 

elementos probatorios que acreditaban que los servicios de 

educación y formación que versan sobre organización de 

eventos, cocina internacional, hotelería y coctelería ofrecidos por 

la demandada, son una imitación de los servicios de San Agustín 

Eventos y Turismo S.A.S. y supone para el consumidor un riesgo 

de confusión sobre la procedencia empresarial de los servicios. 

 
- La juzgadora descartó que la sociedad demandante gozara de 

reputación, a pesar de que el Concejo de Medellín le confirió la 

Orden de Mérito Don Juan del Corral con ocasión de los 25 años 

de prestación de servicios dentro de mercado; y, en virtud de ello, 

desconoció que la Corporación San Agustín incurriera en actos 

de explotación de la reputación ajena. 

 

V.- CONSIDERACIONES 

 

1) PRESUPUESTOS PROCESALES:  

 

Sea lo primero advertir la presencia de los presupuestos 

procesales necesarios para considerar válidamente trabada la relación 

jurídico- procesal. En efecto, le asiste competencia al juez de primer 

grado para conocer del proceso y al tribunal para resolver la alzada. 

Las personas enfrentadas en la litis ostentan capacidad para ser parte 

y procesal, dada su condición de personas naturales y jurídicas en 
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determinar si se configura una infracción a las marcas de titularidad 

de la demandante por parte de la demandada. 

 

En este escenario, corresponde al Tribunal identificar cuál es el 

signo utilizado en el comercio para perpetrar el supuesto acto de 

infracción de derechos de marcas y, enseguida, comparar el signo 

registrado por San Agustín Eventos y Turismo S.A.S., con el 

presuntamente infractor, para así determinar si es factible que se 

genere riesgo de confusión o de asociación para los consumidores, o 

si, por el contrario, la coexistencia entre los signos en conflicto, en 

realidad es pacífica, y no existen tales riesgos. Pues bien, los signos 

registrados por las partes en contienda son los siguientes: 

 

Marca demandante Marca demandada 

 

 
 

Para efectos de este parangón, lo primero que se debe considerar 

es que por tratarse de marcas mixtas hay que tener en cuenta los 

criterios de comparación señalados por el Tribunal de Justicia de la 
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PRIMERO. CONFIRMAR la sentencia proferida el 30 de junio de 

2022, por el Grupo de Trabajo de Competencia Desleal y Propiedad 

Industrial de la Delegatura para Asuntos Jurisdiccionales de la 

Superintendencia de Industria y Comercio. 

 

SEGUNDO. CONDENAR en costas a la parte demandante y en 

favor de la demandada. Como agencias en derecho por la segunda 

instancia se fija la suma de dos salarios mínimos mensuales legales 

vigentes. Ante la A quo efectúese la correspondiente liquidación.   

 

TERCERO. Remítase el expediente a la Delegatura para Asuntos 

Jurisdiccionales de la Superintendencia de Industria y Comercio para 

lo de su trámite y competencia.  

Notifíquese y Cúmplase,  

 

(firma electrónica)  

STELLA MARÍA AYAZO PERNETH  

Magistrada  

  

(firma electrónica)  

JAIME CHAVARRO MAHECHA 

Magistrado  
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MARÍA PATRICIA CRUZ MIRANDA 

Magistrada 
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plazo de tres (3) días para que se pronuncien sobre el aludido 

medio suasorio.  

 

Asimismo, se les previene que esta decisión no admite ningún 

recurso, a la luz del mandato 169 ejusdem.  

 

Cumplido lo anterior, por Secretaría hágase el ingreso de las 

presentes diligencias al despacho, a fin de proveer lo que en 

derecho corresponda.  

 

 

NOTIFÍQUESE, 

 

 

SANDRA CECILIA RODRÍGUEZ ESLAVA 

Magistrada 
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Por la cual se decide un recurso de apelación  

LA SUPERINTENDENTE DELEGADA PARA LA PROPIEDAD INDUSTRIAL
en ejercicio de las facultades que le confiere el artículo 18 numeral 10º del Decreto 

4886 del 23 de Diciembre de 2011,

CONSIDERANDO

Que mediante Resolución Nº 37388 de 15 de junio de 2022, la Dirección de Signos 
Distintivos negó la cancelación del registro de la Marca COLOMBINA (Nominativa), con 
certificado Nº 62995.c, titularidad de Colombina S.A., que distingue los siguientes productos 
que hacen parte de la Clasificación Internacional de Niza: 

29: Carne, pescado, aves y caza; extractos de carne; frutas y legumbres en conserva, 
secas y cocidas; jaleas, mermeladas, compotas; huevos, leche y productos lácteos; 
aceites y grasas comestibles.

Lo anterior, en atención a la acción de cancelación por no uso promovida por AVIDESA 
MAC POLLO S A 

Que mediante escrito presentado dentro del término y con el lleno de los requisitos legales, 
AVIDESA MAC POLLO S.A, interpuso recurso de apelación en contra de la resolución 
mencionada en el considerando primero, con el objetivo de que se revoque con
los siguientes argumentos:  

“(…) Llamamos especial atención sobre el principio de especialidad, por 
cuanto, se constituye en la base que permitió desarrollar nuestro Régimen de 
Propiedad Industrial, pues fundamenta disposiciones legales tales como: 
Causales de irregistrabilidad, notoriedad de las marcas, y fundamentalmente 
cancelaciones por no uso.
Y si bien no desconocemos el hecho de que, el principio de especialidad sufre 
una ruptura en materia de marcas notorias, cómo lo menciona la interpretación 
arriba transcrita, no debemos perder de vista que dicha ruptura tiene un efecto 
relativo, reconocido por el Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina, que 
señala lo siguiente:
“(…)
La marca notoria regulada en la Decisión 486 rompe el principio de 
especialidad de forma relativa, de modo que es protegida respecto de 
productos o servicios idénticos, similares y conexos y también respecto de 
productos de aquellos productos o servicios diferentes que se encuentren 
dentro del sector pertinente”2 (Negrilla fuera del texto).
En ese sentido, debemos reiterar que NO EXISTEN DERECHOS 
ABSOLUTOS, NI SIQUIERA TRATANDOSE  DE  MARCAS  NOTORIAS,  
pues  de  lo  contrario,  se estaría creando vía jurisprudencial una figura que 
en caso de que existiera debería ser de orden legal y no por mera 
interpretación, correspondiente a una notoriedad superior con efectos 
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“Debido a que la notoriedad de la marca COLOMBINA ha sido probada en el 
sector alimenticio referente a la confitería, pastelería y galletería (clase
30) y esta fue registrada para identificar productos de la clase 29 de la 
Clasificación Internacional de Niza versión 9, tales como “Carne, pescado, 
aves y caza; extractos de carne; frutas y legumbres en conserva, secas y 
cocidas; jaleas, mermeladas, compotas; huevos, leche y productos lácteos;
aceites y grasas comestibles”, se colige que algunos pueden ser similares y 
otros tener finalidades conexas y afines.

Es así como, la Resolución No. 37388 no obstante a reconocer la ausencia 
de uso de la marca de la referencia para identificar productos tales como:  
Carne, pescado, aves y caza; extractos de carne; legumbres; huevos, se 
niega a cancelar por no uso de forma parcial el mencionado registro, por la 
calidad de notoria de la marca, a pesar de que dicha notoriedad es para 
productos completamente diferentes a los enlistados en el certificado No. 
62995.c, adoptando la peligrosa posición de que la notoriedad se debe 
extender a productos sobre los cuales no existe tal condición, bajo la 
excusa de que son conexos o pertenecen al mismo sector.

Decimos que dicha posición es peligrosa, pues bajo la misma podría 
entenderse que todo tipo de productos y/o servicios comprendidos en la 
Clasificación Internacional de Niza son conexos, y con ello, creando una 
figura jurídica más allá de lo dispuesto por la ley, sobre la notoriedad de 
marcas bajo la  Decisión 486 que dicho régimen no prevé, como lo 
indicaremos a continuación.

“(…) En consecuencia, dentro de un procedimiento de cancelación por no uso, 
no es procesalmente oportuno demostrar la notoriedad de la marca para 
eximir a su titular de la carga o la responsabilidad por la ausencia de uso, y si 
ya se tiene el reconocimiento de la notoriedad, dado que dicha calidad tiene 
un efecto relativo, el mismo se debe analizar en relación para los productos o 
servicios para los cuales versa el reconocimiento de notoriedad.

En este caso, vemos como la notoriedad de la marca COLOMBINA (MIXTA) 
ha sido reconocida para productos comprendidos en una categoría diferente 
a la de los productos enlistados  en  el  certificado  No.  62995.c,  y  además  
con  una  naturaleza  y  propósitos también distintos.

Sin embargo, la Resolución No. 37388 se niega a reconocer la cancelación, 
aun cuando sea parcial, y teniendo la certeza de que no hay uso, 
señalando que son productos del sector pertinente. No obstante, nos 
preguntamos ¿cómo es posible que un confite o chocolate sea del mismo 
sector pertinente que una presa de ave cruda? Al respecto, resulta imperativo 
estudiar lo que debe entenderse por sector pertinente y cómo una 
interpretación errada, por no decir que muy amplia, está reconociendo 
derechos absolutos a marcas notorias que NO tienen.

“(…) Por tanto, por sector pertinente no puede hablarse de forma amplia sobre 
el sector de alimentos como ligeramente lo hace la resolución que se recurre, 
pues por sector pertinente se debe analizar los  3 factores enunciados en el 
Artículo 224 de la Decisión 486 de la Comunidad Andina, condición que 
claramente no fue tenida en cuenta en la decisión de primera instancia.
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“(…) Previo a analizar el sector pertinente, lo primero que debemos destacar 
es que la marca COLOMBINA respecto de la cual se está alegando la 
notoriedad para eximir de responsabilidad a la sociedad COLOMBINA S.A. 
por su falta de uso, corresponde

“(…) Adicionalmente, nótese que tal y como lo reconoce la Resolución No. 
37388, dentro de las pruebas aportadas no existe evidencia sobre el uso de 
la marca para identificar:  Carne, pescado, aves y caza; extractos de carne; 
legumbres; huevos.

En consecuencia de lo anterior, corresponde analizar si la declaratoria de 
notoriedad con respecto a productos específicos, se extiende a otros 
productos completamente diferentes dentro del escenario de una cancelación 
por no uso.

Lo anterior, por cuanto en este caso se está hablando de MANTENER 
INTACTO UN REGISTRO MARCARIO, que no se está usando en el mercado, 
alegando que está relacionado con una marca notoria, lo que resulta 
desmedido, desproporcional, y hasta un abuso del derecho.

“(…)Además, es de resaltar que dichos productos (carnes, pescado, aves y 
caza; extractos de carne; legumbres en conserva, secas y cocidas; huevos) 
tienen la capacidad de ser usados de manera conjunto, complementaria o 
alternativa a los productos de pastelería y galletería, es decir, son productos 
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tienen por objeto exonerar al titular de un registro de marcario de su obligación 
de usarlo para los productos para los cuales fue concedido, invocando una 
declaratoria de notoriedad, cuyos productos  NO TIENEN NADA QUE VER 
con aquellos respecto a los cuales, el uso no fue probado oportunamente.

De hecho, esa entidad en varias decisiones ha recalcado la ausencia de 
conexidad entre proteínas animales crudas comprendidas en la Clase 29, y 
otros productos hechos a base de harina comprendidos en la Clase 30, como 
ocurre con los siguientes antecedentes administrativos:

2.3.1.  Resolución No. 61911 del 27 de agosto de 2018, proferida dentro 
del expediente 15282017, que señaló lo siguiente:

<
Lo anterior, se constituye en importantes antecedentes que explican las 
razones por las cuales, los productos sobre los cuales no se acreditó el uso 
en este expediente, no hacen parte del sector pertinente de aquellos 
reconocidos mediante marca notoria, y  en ese sentido, deben ser excluidos 
del registro.

Pues nótese cómo en las decisiones acá señaladas, se destaca lo siguiente:
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respecto a los cuales se falló probar el uso del signo correspondiente a 
proteínas de animales crudas, la distribución y comercialización es mucho 
más exigente, pues necesariamente supone una CADENA DE FRÍO para 
conservar al alimento, y con ello, que tanto el desplazamiento de dichos 
productos como en su recibo  siempre  hayan  neveras  o  congeladores  que  
permitan  mantener  dichos alimentos.

Por tanto, nos encontramos ante canales de distribución y comercialización 
que exige unos medios diferentes, dado las disímiles condiciones y fechas 
de mantenimiento de cada uno de los productos en análisis, y con ello, la 
imposibilidad de que una cadena distribuidora de cárnicos, mezcle la 
distribución de galletas, pues dada la diferente naturaleza y condiciones de 
cada producto, no son siquiera asemejables para ser distribuidos a través de 
los mismos medios.

(iii) Los círculos empresariales que actúan en giros relativos al tipo de 
establecimiento, actividad, productos o servicios a los que se aplique.

Dada  la  diferente  naturaleza  de  los  productos  acá  señalados,  resulta  
inverosímil afirmar que una compañía dedicada a la comercialización y 
distribución de confitería, pastelería o galletería, gire en el mismo círculo 
empresarial que una compañía o comerciantes dedicados a la producción 
de proteínas animales crudas, como carne bovina, carne de cerdo, pollo, 
pescado.

Lo   anterior,   por   cuanto   cada   uno   de   esos   productos   tiene   una   
naturaleza completamente diferente, pues ya vimos cómo mientras la 
confitería, pastelería y galletería son resultado básicamente del trabajo de la 
caña de azúcar, a través de la cual, se puede obtener el azúcar para hacer 
este tipo de preparaciones dulces, como ocurre  con  chupetas con  chicle,  
dulces, gomas,  masmelos,  chicles,  en  la  otra  se necesita la puesta en 
marcha de criaderos, para después el sacrifico de los animales y poner a 
disposición su carne para el consumo humano, lo que supone una serie de 
requisitos y  exigencias muy  diferente  a la  de  alimentos dulces,  pues 
acá  resulta indispensable mantener la cadena de frío, a través de altas 
temperaturas que permita la conservación y el buen estado de los alimentos 
para consumo final.

Es necesario, analizar la realidad del mercado, y sin mayor esfuerzo se 
puede determinar cómo grandes empresas de distribución y 
comercialización de carne de animales para  consumo  humano,  a  través 
de  FRIGORÍFICOS o  CARNICERÍAS jamás ofrecen CONFITES o 
viceversa. Por tanto, es completamente erróneo señalar que dichos 
productos pertenezcan al mismo SECTOR como de forma ligera lo afirma la 
Resolución No. 37388 del 15 de junio de 2022.

“(…) En consecuencia de lo anterior, solicito muy respetuosamente se 
revoque la Resolución No. 37388 del 15 de junio de 2022, y en su lugar 
se profiera otra decisión, mediante la cual, se admita la cancelación parcial 
del registro de la marca COLOMBINA, Clase 29, Certificado No. 62995.c, en 
el sentido de EXCLUIR DE SU COBERTURA los siguientes productos: Carne, 
pescado, aves y caza; extractos de carne; legumbres; huevos.
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Lo anterior por cuanto, NO SE DEMOSTRÓ EL USO sobre los referidos 
productos, y éstos  no  hacen  parte  del  SECTOR  PERTINENTE  de  los  
productos  de  Confitería, pastelería y galletería, sobre los cuales se reconoció 
la notoriedad de la marca de la otra parte,  sin  que  exista  ninguna  
justificación  legal  para  que  conserve  el  registro  para productos respecto 
a los que ni la marca es notoria, ni hay uso en el mercado.
4. PRUEBAS
4.1. Todos y cada uno de los documentos que reposan en el presente 
expediente, y que permiten establecer la ausencia de pruebas que acrediten 
el verdadero uso de la marca COLOMBINA en el mercado para distinguir: 
Carne, pescado, aves y caza; extractos de carne; legumbres; huevos.
4.2. Los tres (3) criterios establecidos por el artículo 224 de la Decisión 
486 de la Comunidad Andina, para determinar el sector pertinente de una 
marca notoria, y cómo estos aplicados al presente caso, hacen no solo viable 
sino legalmente necesario  que  se  cancele  parcialmente  el  registro,  
excluyendo  de  la  cobertura: Carne, pescado, aves y caza; extractos de 
carne; legumbres; huevos.
4.3. Los  siguientes  antecedentes  administrativos  que  permiten  
corroborar  cómo  los productos sobre los que no se acreditó el uso en este 
expediente, no pertenecen al sector pertinente de los productos respecto a 
los cuales se reconoció la notoriedad de la marca COLOMBINA (MIXTA), en 
la Clase 29, correspondientes a:
•Resolución  No.  61911  del  27  de  agosto  de  2018,  proferida  dentro  
del expediente 15282017.
•   Resolución No. 35065 del 15 de junio de 2017, proferida dentro del 
expediente No. 15244067.
•Resolución  No.  42238  del  26  de  agosto  de  2009,  proferida  dentro  
del expediente No. 08063877.”

Que efectuado el traslado del recurso y las pruebas presentadas, la sociedad COLOMBINA 
S.A. presentó escrito de réplica con los siguientes argumentos:

“(…) COLOMBINA S.A. en ningún momento se atribuye derechos absolutos 
provenientes de la declaración de notoriedad de la marca “COLOMBINA”, sin 
embargo, sí defiende con firmeza el alto grado de distintividad de su marca la 
cual trasciende las categorías de la confitería, pastelería y galletería.
Lo que pretende mi representada es hacer valer la protección superior que ha 
alcanzado la marca por la declaración de marca notoria, gracias a que el 
conocimiento que se tiene de ella es amplio, abundante y generalizado entre 
los consumidores, esto debido al esfuerzo, empeño y promoción que ha 
dedicado su titular”
“(…)1.2       Primacía de la realidad del mercado

La realidad del mercado demostró que la marca “COLOMBINA” (mixta) se 
usa de forma efectiva no solo para productos protegidos en la Clase 30 
sino para Clases complementarias como la Clase 29, y para el público 
consumidor es lógico crear un nexo de asociación entre ciertos productos 
pensando que tienen el mismo origen empresarial.
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Así quedó evidenciado en el estudio de mercado de YanHaas que se 
aportó al expediente el cual fue realizado a 600 personas en las ciudades 
Medellín, Cali y Barranquilla, donde el público consumidor se manifestó 
sobre el vínculo que hay entre los productos y la asociación que les haría 
pensar que la empresa COLOMBINA S.A., es su origen empresarial.

En virtud de lo anterior, la realidad del mercado es que el público consumidor 
sí hace la asociación entre los productos que fabrica y comercializa 
<COLOMBINA S.A. con los productos complementarios con los que se usan, 
y contrario a lo que afirma AVIDESA, no se pretende alegar derechos 
absolutos sino reflejar y hacer primar la realidad.

Para este caso particular, considero relevante que el Despacho conozca de 
propia mano todo el material probatorio que se aportó junto con la defensa 
en el que queda corroborada la utilización reciente y pormenorizada que ha 
hecho COLOMBINA S.A. de su marca notoria contenida de manera directa 
en la marca objeto de cancelación “COLOMBINA” para los productos 
alimenticios que se encuentran ubicados en la Clase 29 Internacional.

Además de ello, estimo que el Despacho debe  atender a la realidad del 
mercado cuando sea evidente que la notoriedad y reconocimiento de una 
marca se duplica para identificar productos cubiertos por otras Clases, aun 
cuando no haya una declaratoria expresa de notoriedad para esos bienes 
específicos.

1.4 Análisis de identidad o similitud de productos y servicios en el curso 
de una acción de cancelación por no uso

Considero que es impertinente la citación de antecedentes administrativos 
que hace AVIDESA en su escrito de apelación respecto de productos de la 
Clase 29 y de Clase 30, en la medida que la SIC ha reiterado que es 
necesario diferenciar el alcance de lo que implica el análisis de conexión 
competitiva entre productos y/o servicios que se realiza en el examen 
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de registrabilidad marcaria, y el análisis de identidad o similitud de 
productos y servicios que se evalúa en el curso de una acción de 
cancelación por no uso.

“(…) En relación con la similitud de productos o servicios, el TJCA se ha pronunciado 
de la siguiente manera:
“Un producto o servicio es similar a otro si  existe un vínculo 
suficientemente estrecho entre ambos que pueda generar riesgo de 
confusión en el público consumidor. Es decir, cuando ambos presentan las 
mismas propiedades y características, tienen usos o funciones idénticas o 
similares y, además, resultan sustitutos entre sí para el consumidor en su 
proceso de elección en el mercado.”3

Para el presente caso, los productos “carne, pescado, aves y caza; extractos 
de carne, legumbres y huevos” amparados por “COLOMBINA” sí comparte la 
misma finalidad con productos como “aceite de oliva” en la misma Clase 30, 
así como con “salsa mayonesa, tártara, mostaneza, ají” comprendidas por la 
marca notoria “COLOMBINA” en la Clase 30 puesto que su utilización y 
consumo siempre va atado a la preparación de recetas culinarias junto con 
otros alimentos.
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Por tal razón, es acertada la decisión de la Dirección de Signos Distintivos de 
negar la cancelación total o parcial del Registro 62995.C pues queda aquí 
evidenciado que sí existe similitud y en especial complementariedad, no solo 
entre productos para los que se demostró el uso, sino para los productos que 
ampara el registro marcario declarado como notorio “COLOMBINA” en la Clase 
30.

1.5       Casos relevantes

(a)        Caso “Familia”

Considero de especial relevancia citar un pronunciamiento en el que el 
Consejo de Estado4 declaró la nulidad de los actos administrativos de la 
Superintendencia de Industria y Comercio, que cancelaron totalmente la marca 
“Familia” en la Clase 5 de propiedad de PRODUCTOS FAMILIA S.A., pues no 
fue considerado que la misma sociedad titular tenía la marca registrada 
“Familia” en Clase 16 para amparar productos conexos a algunos productos de 
la Clase 5.

Por tal razón, es acertada la decisión de la Dirección de Signos Distintivos de 
negar la cancelación total o parcial del Registro 62995.C pues queda aquí 
evidenciado que sí existe similitud y en especial complementariedad, no solo 
entre productos para los que se demostró el uso, sino para los productos que 
ampara el registro marcario declarado como notorio “COLOMBINA” en la Clase 
30.

1.5       Casos relevantes
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(a)        Caso “Familia”
Considero de especial relevancia citar un pronunciamiento en el que el 
Consejo de Estado4 declaró la nulidad de los actos administrativos de la 
Superintendencia de Industria y Comercio, que cancelaron totalmente la marca 
“Familia” en la Clase 5 de propiedad de PRODUCTOS FAMILIA S.A., pues no 
fue considerado que la misma sociedad titular tenía la marca registrada 
“Familia” en Clase 16 para amparar productos conexos a algunos productos de 
la Clase 5.
“De acuerdo con lo anterior y teniendo en cuenta que la demandante alegó que 
la marca “FAMILIA” es notoriamente conocida para distinguir los siguientes 
productos de la Clase 16 de la Clasificación Internacional de Niza: papel 
higiénico, servilletas de papel, toallas de papel y pañuelos desechables, la 
Sala considera necesario referirse a las pruebas allegadas a fin de establecer 
el estatus de notoria de la citada marca, para identificar los referidos 
productos.
Las anteriores pruebas demuestran la notoriedad de dicha marca, para el 
sector pertinente de papel higiénico, servilletas, toallas de cocina, toallas de 
mano, paños húmedos y pañuelos faciales, debido a que dan cuenta sobre la 
inversiones publicitarias y comerciales así como de las cifras de ventas 
respecto de la marca en mención, factores estes últimos, entre otros, 
indispensables para determinar la notoriedad de la marca, para el período 
comprendido entre los años 1999 hasta 2006, en el territorio colombiano, 
conforme al artículo 228 de la Decisión 486, arriba transcrito.”
Ahora, en el caso bajo examen la Sala observa que la marca cuestionada 
“FAMILIA”, la cual fue cancelada por la demandada, amparaba los siguientes 
productos de la Clase 5ª de la Clasificación Internacional de Niza: “[…] 
productos farmacéuticos y veterinarios;  productos higiénicos para la 
medicina; sustancias dietéticas para uso médico, alimentos para bebés; 
emplastos, material para apósitos; material para empastar los dientes y para 
improntas dentales; desinfectantes; productos para la destrucción de animales 
dañinos; fungicidas, herbicidas […]” (Destacado fuera de texto).
Sobre el particular, la Sala considera que los productos antes descritos de la 
Clase 5ª de la citada Clasificación tienen finalidades conexas a las de los 
productos: papel higiénico, servilletas, toallas de cocina, toallas de mano, 
paños húmedos y pañuelos faciales, identificados con la Clase16, sobre los 
cuales se demostró la notoriedad de la marca “FAMILIA”, en tanto que son 
productos sanitarios o higiénicos empleados para la limpieza.
Además, se comercializan a través de los mismos canales de comercialización 
grandes cadenas, tiendas o supermercados-, se usan de manera conjunta, 
complementaria o alternativa (por ejemplo: material apósito en la Clase 5ª- 
toallas de papel en la Clase 16, productos higiénicos para la medicina en 
la Clase 5ª papel higiénico en la Clase 16), y pertenecen al mismo género 
de productos.
En atención a lo anterior y a que  la protección de las marcas notorias opera 
respecto de los productos conexos, se debe proteger la marca “FAMILIA” 
(mixta), registrada con el certificado núm. 86519, a la sociedad PRODUCTOS 
FAMILIA S.A., exclusivamente para distinguir los productos comprendidos en 
la Clase 5ª de la Clasificación Internacional de Niza, que guarden conexidad 
competitiva y  estén  dentro  del  sector  pertinente para  el  cual  fue  
reconocida la notoriedad de la marca “FAMILIA” en la Clase 16 de la 
Clasificación Internacional de Niza.”5
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Este precedente del Consejo de Estado es significativo pues desprende los 
criterios para vincular la notoriedad demostrada de la marca “FAMILIA” en la 
Clase 16 para ligarla con algunos de los productos objeto de cancelación de 
la marca “FAMILIA” en la Clase 5 tras concluir que:
-     Ciertos productos tenían finalidades conexas.
- Ciertos productos se comercializan a través de los mismos canales de 
comercialización grandes cadenas, tiendas o supermercados.
-     Se usan de manera conjunta, complementaria o alternativa…

b)        Caso “COLOMBINA IMPERIAL”

Es de vital importancia tomar en cuenta el razonamiento hecho por el Consejo 
de Estado pues, dentro del proceso de cancelación de no uso del registro 
marcario “COLOMBINA IMPERIAL”, se defendió el status de las marcas 
notorias “COLOMBINA”.

“En el caso sub examine, es necesario indicar que la marca “COLOMBINA 
IMPERIAL” de la actora, contiene la expresión “COLOMBINA”, también de su 
titularidad, registrada como marca para distinguir todos los productos de la 
clase 30 Internacional y reconocida como marca notoriamente conocida, de 
acuerdo con las pruebas aportadas a este proceso.

En este orden de ideas, el vocablo “COLOMBINA”, es el que le da la aptitud 
distintiva y diferenciadora a la marca “COLOMBINA IMPERIAL”, precisamente 
por su grado de notoriedad frente al público consumidor, convirtiéndose el 
término “IMPERIAL” en algo adicional a dicha marca notoria.

Aunado a lo anterior se tiene que el consumidor medio de los productos de la 
clase 30 Internacional, inmediatamente  va  a  relacionar  el  signo  
“COLOMBINA  IMPERIAL”  con  la  marca  notoria “COLOMBINA”, y a su vez 
va a pensar, que su titular COLOMBINA S.A., sacó una nueva marca al 
mercado de alimentos derivada de la notoriamente conocida, para distinguir 
los mismos productos.
…
Igualmente, se  recuerda que  se  debe  tener  en  cuenta en  el  análisis 
respectivo, tanto las disposiciones que regulan la cancelación por no uso 
como las que rigen para las marcas notoriamente conocidas, cuestión que no 
hizo la Administración, al omitir valorar las pruebas aportadas por la sociedad 
actora sobre la notoriedad de la marca “COLOMBINA”.

De acuerdo con los presupuestos jurídicos antes referidos, los cuales a juicio 
de la Sala son lo suficientemente claros e instructivos, deberá modificarse el 
criterio adoptado en la sentencia de
12 de marzo de 2009, en pro de defender el status de las marcas notorias en 
Colombia.  Y así se considere que tal marca no haya sido usada para el café 
o sus derivados, como lo anota el Tribunal de Justicia Andino, es 
necesario proteger a este tipo de marcas, ya que no sólo es deber 
resguardar el esfuerzo de su titular, sino salvaguardar al público 
consumidor, quien relacionará de  inmediato la  marca con  el  tradicional 
y  conocido fabricante. Además, proceder a su cancelación por no uso, 
generaría admitir el aprovechamiento del esfuerzo ajeno, por parte de un 
tercero, para promocionar sus productos.
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En este orden de ideas, los actos acusados expedidos por la Superintendencia 
de Industria y Comercio no se ajustan a la legalidad requerida en la normativa 
Andina, respecto a la cual se reitera, debe analizarse teniendo en cuenta 
coetáneamente las disposiciones que regulan la cancelación por no uso y las 
que rigen para las marcas notoriamente conocidas.

En consecuencia, la Sala decretará la nulidad de los actos administrativos 
expedidos por la Superintendencia de Industria y Comercio, que cancelaron el 
registro de la marca “COLOMBINA IMPERIAL”, como en efecto se dispondrá 
en la parte resolutiva de esta providencia […]”

Que AVIDESA MAC POLLO S.A., presentó memorial de complemento, “dada la 
Sentencia proferida por la Delegatura para Asuntos Jurisdiccionales de la 
Superintendencia de Industria y Comercio, dentro del proceso por infracción a derechos 
de propiedad industrial, bajo el expediente No. 2020-439317, que resulta importante tener 
en cuenta en este asunto, de acuerdo con las siguientes consideraciones.”

En el memorial de complemento el recurrente reitera lo ya señalado en el recurs0.   
 
Que para resolver el recurso de apelación interpuesto, según el artículo 80 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, es preciso resolver “todas 
las peticiones que hayan sido oportunamente planteadas y las que surjan con motivo del 
recurso”.   

1. ACCIÓN DE CANCELACIÓN POR NO USO

1.1. Artículo 165 de la Decisión 486

“La oficina nacional competente cancelará el registro de una marca a solicitud de 
persona interesada, cuando sin motivo justificado la marca no se hubiese utilizado en al 
menos uno de los Países Miembros, por su titular, por un licenciatario o por otra persona 
autorizada para ello durante los tres años consecutivos precedentes a la fecha en que 
se inicie la acción de cancelación. La cancelación de un registro por falta de uso de la 
marca también podrá solicitarse como defensa en un procedimiento de oposición 
interpuesto con base en la marca no usada.

No obstante lo previsto en el párrafo anterior, no podrá iniciarse la acción de cancelación 
antes de transcurridos tres años contados a partir de la fecha de notificación de la 
resolución que agote el procedimiento de registro de la marca respectiva en la vía 
administrativa.

Cuando la falta de uso de una marca sólo afectara a uno o a algunos de los productos 
o servicios para los cuales estuviese registrada la marca, se ordenará una reducción o 
limitación de la lista de los productos o servicios comprendidos en el registro de la marca, 
eliminando aquéllos respecto de los cuales la marca no se hubiese usado; para ello se 
tomará en cuenta la identidad o similitud de los productos o servicios.

El registro no podrá cancelarse cuando el titular demuestre que la falta de uso se debió, 
entre otros, a fuerza mayor o caso fortuito”.

1.2. Cumplimiento de la obligación de usar la marca registrada
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El registro de una marca ante la Oficina Nacional Competente implica para su titular dos 
facultades derivadas de su exclusividad, la primera, conocida como “positiva”, se refiere a 
la posibilidad que el titular del registro tienen para usar, ceder y conceder licencias sobre el 
signo; y la segunda, llamada “negativa”,  se refiere a la posibilidad que el titular del registro 
tiene para prohibir que terceros no autorizados hagan uso del signo,  así como de oponerse 
al registro de conjuntos marcarios idénticos o similares.   

1.2.1. Criterio cuantitativo y cualitativo del uso de la marca

Dentro de la facultad positiva están inmersas una serie de obligaciones, al respecto el 
Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina ha sostenido:

“El registro exige al titular de la marca el uso de la misma en, al menos, uno de los 
Países Miembros. De acuerdo con el artículo 166 de la Decisión 486, se deduce que 
una marca se encuentra en uso cuando los productos distinguidos por ella han sido 
puestos en el comercio o se encuentran disponibles, bajo la marca, en la cantidad y 
del modo que normalmente corresponda, según la naturaleza de los productos 
y los modos de comercialización, en el mercado de al menos uno de los Países 
Miembros. A tenor de la disposición citada, la presunción de uso se constituye 
también cuando la marca distinga productos que se hallen destinados exclusivamente 
a la exportación, desde cualquiera de los Países Miembros1”.

En concordancia con lo anterior el mismo Tribunal ha establecido unos parámetros que 
orientan la determinación del uso de la marca en la forma y cantidad propia de la naturaleza 
de los productos o servicios que identifica:  

“1. La cantidad del producto o servicio puesto en el mercado del modo en que 
normalmente corresponde con la naturaleza de los productos o servicios. Este punto es 
fundamental para determinar el uso real, ya que unas pocas cantidades de un producto 
que se comercializa masivamente no son prueba del uso real y efectivo de la marca. En 
este sentido, la Oficina Nacional Competente o el Juez Competente, en su caso, 
deberán determinar si las cantidades vendidas de conformidad con la naturaleza del 
producto son meramente simbólicas y no demuestran el uso real de la marca.

2. La cantidad del producto o servicio puesto en el mercado del modo en que 
normalmente corresponde con las modalidades bajo las cuales se efectúa su 
comercialización. Para determinar el uso real y efectivo de la marca se debe tener en 
cuenta cómo se comercializan los productos y servicios que amparan. No es lo mismo 
el producto cuya modalidad de comercialización son los supermercados en cadena, que 
el producto para sectores especializados y que se comercializan en tiendas 
especializadas, o bajo catálogo, etc.2”.

1.2.2. Criterio temporal

Frente al criterio temporal que concierne a la acción de cancelación por no uso el Tribunal 
de Justicia de la Comunidad Andina ha establecido que “el primer párrafo del Artículo 165 
de la Decisión 486 establece que, para que proceda la acción de cancelación por falta de 
uso, la ausencia de uso tiene que darse en los tres años consecutivos precedentes a la 
fecha en que se inicie la acción de cancelación; es decir en los tres años inmediatamente 
anteriores a la presentación de la acción. Dicho en otros términos, significa que basta que 

1 Tribunal Justicia de la Comunidad Andina, Proceso N° 122-IP-2007.
2 Tribunal Justicia de la Comunidad Andina, Proceso N° 180-IP-2006.
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alimenticios que satisfacen el hambre como lo hacen los productos para los que fue 
declarada la marca COLOMBINA como notoria.

Además, es de resaltar que dichos productos (carne, pescado, aves y caza; extractos 
de carne; legumbres en conserva, secas y cocidas; huevos) tienen la capacidad de 
ser usados de manera conjunta, complementaria o alternativa a los productos de 
pastelería y galletería, es decir, son productos afines al sector pertinente de la marca 
notoria máxime cuando presentan características y funciones similares, además de 
ser comercializados a través de los mismos canales de comercialización ––tiendas y 
supermercados, en consecuencia, los productos entre sí guardan conexidad 
competitiva y pertenecen al sector pertinente para el que se reconoció la notoriedad 
de la marca COLOMBINA.”

2. Consideraciones de la Delegatura para la Propiedad Industrial 
 

2.1 La cancelación parcial de un registro de marca 

La sociedad AVIDESA MAC POLLO S A, interpuso acción de cancelación por no uso 
en contra del certificado de registro No.62995 c correspondiente al registro de la marca 
COLOMBINA (nominativa) vigente para distinguir productos comprendidos en la clase 29 
de la Clasificación Internacional de Niza14 y cuyo titular es COLOMBINA S.A.

La solicitud de cancelación por falta de uso del registro de la Marca COLOMBINA, con 
certificado No.62995 c, titularidad de COLOMBINA S.A., fue presentada contra todos los 
productos de la clase 29 de la Clasificación Internacional de Niza, que distingue, los cuales 
son: 

29: carne, pescado, aves y caza; extractos de carne; frutas y legumbres en conserva, 
secas y cocidas; jaleas, mermeladas, compotas; huevos, leche y productos lácteos; 
aceites y grasas comestibles.

En la resolución impugnada se consideró usada la marca de acuerdo con las pruebas 
aportadas en relación con los siguientes productos: mermeladas, compotas, frutas en 
conserva, jaleas, productos lácteos, aceites y grasas comestibles (clase 29).

Para la Dirección de Signos Distintivos los únicos productos de la cobertura del signo 
que comparten la naturaleza y la finalidad con los que se probó el uso son frutas en 
conserva, secas y cocidas; jaleas, mermeladas, compotas, leche y productos lácteos; 
aceites y grasas comestibles, por lo que deben permanecer en el registro. Se usan 
en la elaboración de alimentos en el sector de la comida y pastelería. 

Los otros productos amparados por la marca objeto de cancelación tienen distinta 
naturaleza y finalidad, y no son sustituibles, y por tanto no son productos similares.      

Los otros productos amparados por el registro son productos que son utilizados en la 
alimentación humana, y son de origen animal o vegetal y se usan como fuente de 
proteínas. Estos productos son: carne, pescado, aves y caza; extractos de carne, 
legumbres y huevos.

4 : Carne, pescado, aves y caza; extractos de carne; frutas y legumbres en conserva, secas y cocidas; jaleas, mermeladas, compotas;
huevos, leche y productos lácteos; aceites y grasas comestibles.
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Esta Delegatura comparte el anterior análisis efectuado por la Dirección en la resolución 
impugnada, por cuanto un producto es similar a otro cuando presentan las mismas 
características, tienen usos idénticos o similares y resultan sustitutos entre sí.    

En el sentido descrito el Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina ha señalado: 

“(…) Un producto o servicio es similar a otro si existe un vínculo 
suficientemente estrecho entre ambos que pueda generar riesgo de confusión 
en el público consumidor. Es decir, cuando ambos presentan las mismas 
propiedades y características, tienen usos o funciones idénticas o similares y, 
además, resultan sustitutos entre sí para el consumidor en su proceso de 
elección en el mercado”5.

No obstante, la Dirección de Signos Distintivos pese a reconocer que procede la 
cancelación parcial del registro solicitada no accede a la misma por tratarse de una marca 
notoria, ya que la notoriedad de su marca COLOMBINA fue reconocida mediante 
Resolución No. 4007 de 9 de  febrero de 2017, proferida dentro del expediente No. 15-
095579, para identificar productos de confitería, pastelería y galletería, de la clase 30 de 
la Clasificación de Niza, por el período comprendido entre el año 2009 a junio de 2015, 
reconocimiento que se ha extendido hasta junio de 2019 mediante Resoluciones 40387 
del 29 de junio de 2021 y 40585 del 30 de junio de 2021.

Al ser la marca COLOMBINA notoria para productos alimenticios, como confitería, 
pastelería y galletería, de la clase 30 de la Clasificación de Niza, la Dirección de Signos 
Distintivos consideró que al ser también alimenticios los productos de la clase 29 que 
cubre la marca objeto de cancelación, no era procedente la cancelación por falta de uso 
intentada en este trámite, citando jurisprudencia que considera pertinente,  lo que será 
analizado a continuación.    

2.2. La notoriedad de una marca y su importancia en los procedimientos de 
cancelación del registro de una marca por falta de uso

El Tribunal de Justica de la Comunidad Andina ha señalado que la figura de la 
cancelación por falta de uso del registro de la marca, tratándose de las marcas notorias 
y renombradas sufre una modulación, por lo que su protección rompe el principio de uso 
real y efectivo. 

En particular para las marcas notorias, señala el Tribunal Andino que (…) “la protección 
opera respecto de los productos o servicios idénticos, similares y conexos, y también 
respecto de aquellos productos o servicios diferentes que son conocidos por el sector 
pertinente”.

En efecto, el Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina ha señalado sobre los 
procedimientos de cancelación por falta de uso relacionados con marcas notorias lo 
siguiente:

“(…) La cancelación por falta de uso y la prueba del uso tratándose de marcas 
notorias y renombradas

5 Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina (TJCA), Procesos N° 303-IP-2016, 174-IP-2017, 199-IP-2017, 61-IP- 2018, 229-IP-
2018, 302-IP-2018, 358-IP-2018, 412-IP-2018, 476-IP-2018, 584-IP-2018, 737-IP-2018, 57-IP-2019, 338- IP-2018, 98-IP-2019, 536-
IP-2019.
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4.25. En  acápites anteriores  se  ha  mencionado  que  tanto  la  marca  notoria 
regulada en la Decisión 486 como la marca renombrada26  rompen el principio 
de uso real y efectivo, por lo que la figura de la cancelación por falta de uso, así 
como la prueba del uso, requieren una modulación importante en lo que 
respecta a dicha clase de marcas.

4.26. Si la marca notoria regulada en la Decisión 486 y la marca renombrada son 
protegidas en un País Miembro así no estén registradas ni sean usadas en dicho 
país, con mayor razón deben ser protegidas si han sido registradas, pero no son 
usadas en el referido país. La diferencia está en que, tratándose de la marca 
renombrada, la protección opera respecto de todos los productos o servicios. 
En cambio, tratándose de la marca notoria regulada en la Decisión 486, la 
protección opera respecto de los productos o servicios idénticos, similares y 
conexos, y también respecto de aquellos productos o servicios diferentes que 
son conocidos por el sector pertinente.

4.27. Lo anterior evidencia que la figura de la cancelación por falta de uso 
aplicada a las marcas ordinarias no puede operar de la misma manera 
tratándose de la marca notoria regulada en la Decisión 486 y de la marca 
renombrada. Dado que en ambos casos no se aplica el principio de uso real y 
efectivo, corresponde desestimar una solicitud de cancelación por el solo hecho 
de que la marca notoria regulada en la Decisión 486 (o la marca renombrada) 
no está siendo usada en el País Miembro de la Comunidad Andina donde se 
solicita su cancelación.27

4.28. Si bien la marca notoria regulada en la Decisión 486 no necesita ser usada 
en el País Miembro donde, estando registrada, se solicita su cancelación, su 
titular sí debe acreditar la existencia y la vigencia de notoriedad en al menos 
uno de los otros Países Miembros de la Comunidad Andina.”6

Como ya se anotó la marca COLOMBINA (Mixta) ha sido acreditada para identificar 
productos de confitería, pastelería y galletería, de la clase 30 de la Clasificación de Niza, 
por el período comprendido entre el año 2009 a junio de 2015, reconocimiento que se ha 
extendido hasta junio de 2019 mediante Resoluciones 40387 del 29 de junio de 2021 
y 40585 del 30 de junio de 2021 (expediente No. 15-095579).

Por lo anterior, es necesario determinar si los productos amparados por la marca 
registrada con certificado   62995 c, sobre los cuales no se probó el uso: “carne, pescado, 
aves y caza; extractos de carne; legumbres en conserva, secas y cocidas; huevos” (clase 
29), son conocidos por el sector pertinente al ámbito de la notoriedad relacionada con: 
“confitería, pastelería y galletería”, de la clase 30 de la Clasificación de Niza.

La clase 29 comprende principalmente los “productos alimenticios de origen animal, las 
verduras, hortalizas y legumbres, así como otros productos hortícolas comestibles 
preparados o en conserva para su consumo”7.

6 Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina, Interpretación Prejudicial proferida en el Proceso 377-IP-2021, el 19 de octubre de 
2022 Cancelación del registro por falta de uso de la marca RAY-BAN (mixta) perteneciente a Luxottica Group S.P.A.

7 “Nota explicativa Clasificación de Niza 
La clase 29 comprende principalmente los “productos alimenticios de origen animal, las verduras, hortalizas y legumbres, así como 
otros productos hortícolas comestibles preparados o en conserva para su consumo”.
Esta clase comprende en particular:

-los alimentos a base de carne, pescado, fruta o verduras, hortalizas y legumbres;
-los insectos comestibles ;
-las bebidas lacteadas en las que predomine la leche;
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A su vez, la clase 30 comprende principalmente los “productos alimenticios de origen 
vegetal, excepto las frutas, verduras, hortalizas y legumbres preparados o en conserva 
para su consumo, así como los aditivos para realzar el sabor de los alimentos”8.

Esta Delegatura, de acuerdo con lo antes señalado, considera que la “carne, pescado, 
aves y caza; extractos de carne; legumbres en conserva, secas y cocidas; huevos” (clase 
29), se utilizan en la alimentación humana y son considerados como de primera 
necesidad, al brindar proteínas necesarias para la vida. Usualmente son producidos o 
comercializados por empresarios especializados ya que requieren refrigeración y medios 
de comercialización que posibiliten su conservación.  

De otro lado, los productos para los cuales fue declarada notoria la marca mixta 
COLOMBINA (Mixta), para identificar productos de confitería, pastelería y galletería, de 
la clase 30 de la Clasificación de Niza, son productos que utilizan en la alimentación 
humana, y usualmente se producen o comercializan por empresarios diferentes a los 
citados en el párrafo anterior de la clase 29, ya que requieren infraestructuras especiales 
tendientes a la trasformación y/o comercialización de productos del trigo y otros productos 
vegetales    

Los productos de las clases 29 y 30 del nomenclátor marcario citados en los párrafos 
precedentes, se usan en la alimentación humana, pero su naturaleza, origen usual y 
medios de comercialización son muy diferentes.     

Así las cosas, para está Delegatura no hay conexión entre los productos de confitería, 
pastelería y galletería, de la clase 30 de la Clasificación de Niza, sobre los que está 
reconocida la notoriedad de la marca, y la “carne, pescado, aves y caza; extractos de 
carne; legumbres en conserva, secas y cocidas; huevos” (clase 29), sobre los que se pide 
cancelación del registro por falta de uso; por lo que se accederá a la cancelación 
solicitada.

Es necesario advertir, que la prosperidad de la cancelación parcial del registro por falta  
de uso no implica que quien obtuvo  la cancelación del registro de una marca por falta de 
uso, si presenta la solicitud reivindicando el derecho preferente, va a obtener el registro, 
ya que la solicitud de registro que se presente reivindicándolo se publica y se pueden 
presentar oposiciones por todas las causales de irregistrabilidad. 

-los sucedáneos de la leche, por ejemplo: la leche de almendras, la leche de coco, la leche de cacahuete, la leche de arroz, la 
leche de soja;
-los champiñones en conserva ;
-las leguminosas y los frutos secos preparados para la alimentación humana;
-los granos preparados para la alimentación humana, que no sean productos para sazonar o aromatizantes. (…) ” 
https://www.wipo.int/classifications/nice/es/index.html

8 Nota explicativa Clasificación de Niza 
La clase 30 comprende principalmente los productos alimenticios de origen vegetal, excepto las frutas, verduras, hortalizas y 
legumbres preparados o en conserva para su consumo, así como los aditivos para realzar el sabor de los alimentos.
Esta clase comprende en particular:

-las bebidas a base de café, cacao, chocolate o té;
-los cereales preparados para la alimentación humana, por ejemplo: los copos de avena, los chips de maíz, la cebada 
mondada, el bulgur, el muesli;
-las pizzas, las tartas saladas, los sándwiches;
-los frutos secos recubiertos de chocolate;
-los aromatizantes, que no sean aceites esenciales, alimentarios o para bebidas. (…)” 
https://www.wipo.int/classifications/nice/es/index.html
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En ese sentido, el Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina se ha pronunciado de la 
siguiente manera: 

“(…) 4.9.   Cabe destacar que este derecho preferente, para quien ejerció la 
acción de cancelación, no otorga al accionante el derecho al registro 
automático del signo, sino la prelación, derivada del ejercicio de este, pues una 
vez presentada la solicitud de registro -se entiende durante el plazo para el 
ejercicio d e l  derecho p re fe ren te-, esta deberá ser examinada p o r  la 
oficina nacional competente.  Es decir, se debe realizar el correspondiente 
examen de registrabilidad, v e r i f i c a n d o  que el signo no  s e  encuentre 
incurso en ninguna de las causales de irregistrabilidad establecidas en la 
legislación vigente al momento de presentarse la solicitud de registro.”9

Asimismo, debe agregarse que la protección de las marcas notorias no depende de la 
vigencia de un registro de la marca para otros productos para los cuales no es notoria, 
ya que si el titular demuestra que puede presentarse un aprovechamiento injusto del 
prestigio del signo, la dilución de la fuerza distintiva o de su valor comercial o publicitario, 
puede con base en la notoriedad oponerse al registro de una marca cuyo registro este en 
curso, o la solicitud que reivindique el derecho preferente al registro. Pero un 
procedimiento de cancelación por falta de uso no puede convertirse en un procedimiento 
de registro de las marcas del solicitante de la cancelación. 

En efecto, como reconoce acertadamente el Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina 
en el Proceso 587-IP-2019 del 22 de abril de 2021 cuyo extracto fue resaltado, a la 
solicitud que reivindique el derecho preferente al registro, se le pueden presentar 
oposiciones con base en todas las causales de irregistrabilidad, sin que exista 
restricciones para presentar oposiciones para quien fue titular de la marca cancelada.

En todo caso, lo que no puede pretenderse, se reitera, es que en el procedimiento de 
cancelación del registro de una marca por falta de uso, se efectué de una vez el examen 
de registrabilidad de la marca que reivindique el derecho preferente, o de la solicitud de 
marca en defensa de la cual se solicitó la cancelación, ya que la Decisión 486 claramente 
establece que se trata de actuaciones administrativas independientes, pese a que tengan 
vínculos.  

Finalmente, la sociedad COLOMBINA S.A. para demostrar la relación entre los productos 
de la clase 29 y 30 ya señalados, presentó un estudio de mercado, indicando lo siguiente: 

                                                                                                                                                             
“La realidad del mercado demostró que la marca “COLOMBINA” (mixta) se usa de 
forma efectiva no solo para productos protegidos en la Clase 30 sino para Clases 
complementarias como la Clase 29, y para el público consumidor es lógico crear un 
nexo de asociación entre ciertos productos pensando que tienen el mismo origen 
empresarial.

Así quedó evidenciado en el estudio de mercado de YanHaas que se aportó al 
expediente el cual fue realizado a 600 personas en las ciudades Medellín, Cali y 
Barranquilla, donde el público consumidor se manifestó sobre el vínculo que hay 
entre los productos y la asociación que haría con la empresa COLOMBINA S.A., 
como su origen empresarial”.

9 Tribunal de Justicia de la comunidad andina, interpretación prejudicial correspondiente al proceso 587-ip-2019 del 22 de abril de 
2021
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Es necesario que la Delegatura para la Propiedad Industrial se refiera al estudio 
presentado, lo cual se hará a continuación:   

El estudio elaborado por la empresa YANHAAS tiene por objeto probar la relación de 
complementariedad y conexidad en los procesos de cancelación de registro de la marca 
COLOMBINA por falta de uso, con los productos en que si se usa la marca.

La muestra se realizó en distintos géneros y estratos, para un total de 660 encuestas a 
personas, entre abril y mayo del año 2022, y las preguntas fueron las siguientes:
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(…)
…
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EL ESTUDIO PRESENTA COMO HALLAZGOS A RESALTAR LOS SIGUIENTES: 

“La marca Colombina es asociada con categorías relevantes para nuestra canasta 
familiar, lo que nos deja ver la complementariedad
existente entre los productos Colombina y las categorías de mayor penetración de los 
hogares de los consumidores.

CONOCIMIENTO, ASOCIACIÓN Y PERCEPCIÓN DE MARCA

En la categoría de Salsas y Conservas, un 35% de los consumidores reconocen en 
una primera mención l a  marca La Constanciade Colombia. Adicionalmente, un 84% 
de los consumidores manifiesta un conocimiento total de la marca.

Las mayores asociaciones de productos con la marca COLOMBINA se dan en este 
orden, dulces, chocolates, atún y salsas, frutas y verduras frescas y alimentos de origen 
animal y galletas.

El uso de los productos identificados con la marca COLOMBINA, se presenta en 
una gran variedad de preparaciones: pastas (51%), postres (49%), platos con 
proteínas animales (45%), ensaladas (42%) y comidas rápidas (41%), como las más 
importantes.
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Un 71% de los consumidores reconocen 6 o más de los productos identificados bajo 
la marca COLOMBINA. Productos que tienen alta frecuencia de consumo, pues el 69% 
los usa semanal o quincenalmente. EL 93% de los consumidores reconocen que la 
marca COLOMBINA es una marca colombiana y sostienen una relación con la marca 
superior a 10 años.
Respecto a los productos que los encuestados consideran podrían estar bajo la marca 
COLOMBINA, el más relevante es el yogurt con el 44%, seguido de productos lácteos 
como la leche con 24% y quesos y mantequillas con el 23%.”

HÁBITOS DE COMPRA Y USO DE PRODUCTOS

Referente a las opciones de sazonadores para proteínas de origen animal, todas 
las alternativas tienen una preferencia por encima del 60%, destacándose la sal 
(74%) y las hierbas y especias (73%). Y específicamente sobre  la  compra  de  salsas  
para  sazonar  dichas  proteínas,  las  más  mencionadas son  BBQ  (66%),  salsa  
de tomate/mayonesa/mostaza/miel mostaza (65%) y salsa para carnes (63%).
En relación con los acompañantes de los platos que llevan proteína animal, son las 
ensaladas de verduras y los cereales (arroz, quinua, pasta) los más mencionados con 
el 44% y el 31% respectivamente.

Y las frutas frescas, los encuestados las acompañan -aunque sea de manera 
ocasional- con leche condensada (46%) y helados (40%), como las alternativas más 
mencionadas.

7 de cada 10 encuestados prefieren sazonar las legumbres con guisos, 5 de cada 
10 lo hacen con aceite, sal o pimienta y 4 de cada 10 con salsa de tomate, mayonesa, 
salsa soya o teriyaki.

Sobre los productos que las personas encuestadas consideran indispensables para 
preparar pasteles o ponqués, se mencionan de manera contundente harina de  trigo 
y  huevos (93%), leche (89%), azúcar (88%) y  otros productos lácteos (82%), 
como los más importantes; el arequipe también logra un nivel destacable al obtener 
un  63% de menciones.” (…)

Esta Delegatura considera que la encuesta presentada, cuyo objeto es probar la relación 
de complementariedad y conexidad en los procesos de cancelación de registro  de la 
marca COLOMBINA por falta de uso, no es prueba que demuestre la conexidad o 
complementariedad alegada por los siguientes motivos:  

En la encuesta se pregunta a las personas que con los productos de la constancia de 
Colombina que preparaciones hacen, siendo las opciones platos de pasta, postres, platos 
a base de carne de res, pollo, cerdo o pescado, ensaladas, comidas rápidas, arroces y 
ninguno, presentándose las respuestas a la pregunta.       

En pregunta posterior se inquiere que nuevas categorías de productos podían estar 
asociadas a la marca COLOMBINA, destacándose YOGURT, LECHE, QUESOS Y 
MANTEQUILLA, VERDURAS ENLATADAS, HUEVOS Y CARNE, como se aprecia a 
continuación:  
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La primer pregunta planteada, sobre que platos cocinan con la constancia de 
COLOMBINA, para posteriormente plantear que categorías serían asociadas a la marca 
COLOMBINA lleva a los entrevistados a hacer asociaciones no naturales, ya que les 
tramite el mensaje de que el producto con el insumo o la materia prima está relacionada 
con la misma.  

En la encuesta también se pregunta sobre el acompañamiento de proteínas, el aderezo 
de ensaladas, sazonadores de proteínas y uso de salsas, preferencias para sazonar y 
salsas que usualmente se usan.

Para esta Delegatura es claro que las respuestas tienen que ser altas, porque se 
necesitan productos para cocinar y en pastelería. Pero eso no quiere decir que exista 
conexión competitiva alta entre el fabricante o comercializador del ingrediente y del 
producto terminado. 

No obstante, los datos presentados en la encuesta buscando relacionar productos 
terminados con insumos, no aportan datos relevantes en este trámite, por cuanto la 
relación de productos o servicios tiene grados, al igual que la semejanza entre los signos, 
los cuales implican una valoración jurídica compleja para decidir si hay conexión entre 
productos o servicios, y en su caso si existe o no riesgo de confusión.

De manera que puede haber un grado bajo de conexión entre un insumo y un producto 
terminado, poniendo como ejemplo el azúcar y la harina, de un lado, y los pasteles, del 
otro, o las salsas y las carnes, pero está conexión no supone una fuerte o estrecha 
relación de productos, ya que usualmente los producen o comercializan empresarios 
especializados.

En efecto, la existencia de grados de semejanza de productos o servicios es reconocida 
por el Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina de la siguiente manera: “La doctrina 
advierte que “cuando los signos sean idénticos o muy semejantes, mayor deberá ser la 
diferenciación exigible entre los productos o servicios a los que se aplican. Y a la inversa, 
esto es, cuando los productos o servicios sean idénticos o muy similares, mayor deberá 
ser la diferenciación exigible entre los signos enfrentados (STJCE, de 22 de junio de 
1999… Caso Lloyd)” (BERCOVITZ, Alberto: “Apuntes de Derecho Mercantil”, Editorial 
Aranzadi S.A., Navarra - España, 2003, p. 475).” Tribunal de Justicia de la Comunidad 
Andina Proceso 135-IP-2004, marca: TIERNITOS
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En el mismo sentido el Tratadista Carlos Fernández Novoa manifiesta: “(…) Pues bien, 
en el caso Canon, el Tribunal de Justicia sentó una sugestiva doctrina que puede 
condensarse de la siguiente manera: la apreciación global del riesgo de confusión implica 
una cierta interdependencia entre la semejanza de los signos y la similitud de los 
correspondientes productos  y servicios; por consiguiente, un mínimo grado de similitud 
entre productos y servicios puede ser compensado por un alto grado de similitud entre 
los signos o por el fuerte  carácter distintivo de la marca anterior “10       

Asimismo, debe resaltarse que para que el uso una marca en unos productos o servicios 
evite la cancelación en productos relacionados el grado o conexión entre los productos 
debe ser estrecho, al punto que los productos tengan usos similares y puedan ser 
sustitutos    

En este sentido, el Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina señaló:  

2.6.   Un p r o d u c t o    o  un  servicio   es  similar  a  otro  si  existe   un   vínculo 
suficientemente estrecho entre ambos que pueda generar riesgo de confusión 
en el público consumidor. Es decir, cuando ambos presentan las mismas 
propiedades y características, tienen usos o funciones idénticos o similares y, 
además, resultan sustitutos entre sí para el consumidor en su proceso de 
elección en el mercado.”11

La anterior relación estrecha entre los productos sobre los que se probó el uso y los 
restantes no se acreditó, ya que las “frutas en conserva, secas y cocidas; jaleas, 
mermeladas, compotas, leche y productos lácteos; aceites y grasas comestibles”; no 
tiene funciones idénticas o similares ni son sustitutos con la “carne, pescado, aves y caza; 
extractos de carne; legumbres en conserva, secas y cocidas; huevos”

Valorado el acervo probatorio no se logra colegir que los productos o servicios 
identificados con la marca objeto de cancelación han sido puestos en el comercio o se 
encuentran disponibles en el mercado, en la cantidad y del modo que normalmente 
corresponde, teniendo en cuenta la naturaleza de los productos o servicios y las 
modalidades bajo las cuales se efectúa su comercialización en el mercado.

En el caso de las marcas notorias, se requiere que se demuestre la notoriedad en 
productos o servicios afines, lo cual no ocurre en el presente caso, ya que la notoriedad 
se relaciona con productos diferentes a los que se cancelan en este acto administrativo. 

3. Conclusión 

Según las consideraciones antes expuestas, es procedente revocar la Resolución Nº 
37388 de 15 de junio de 2022.

En mérito de lo expuesto, 

10 Carlos Fernández Novoa, Tratado sobre derecho de marcas, segunda edición, Marcial Pons, Madrid 2004, página 
278  
11 Interpretación Prejudicial Proceso N° 241-IP-2019 del 26 de julio de 2019
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RESUELVE

ARTÍCULO 1: Revocar la decisión contenida en la Resolución Nº 37388 de 15 de junio 
de 2022 proferida por la Dirección de Signos Distintivos. 

ARTÍCULO 2: Cancelar parcialmente el registro de la marca COLOMBINA (nominativa), 
62995 c, excluyendo de la cobertura de la marca los siguientes productos: “carne, 
pescado, aves y caza; extractos de carne; legumbres en conserva, secas y cocidas; 
huevos” por lo expuesto en la parte motiva de esta resolución.

ARTÍCULO 3: Como consecuencia de la restricción de productos mencionada en el 
numerar anterior, la cobertura de la marca mixta COLOMBINA, con certificado 62995 c 
distinguirá los siguientes productos comprendidos en la clase 29: “Frutas en conserva, 
secas y cocidas; jaleas, mermeladas, compotas, leche y productos lácteos; aceites y 
grasas comestibles”.

ARTÍCULO 4: Notificar a Colombina S.A., titular de la marca y a AVIDESA MAC POLLO 
S.A., parte accionante de la acción de cancelación, el contenido de la presente 
Resolución, entregándole(s) copia de ésta y advirtiéndole(s) que contra ella no procede 
recurso alguno. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Dada en Bogotá D.C., a los 9 de febrero de 2024

LA SUPERINTENDENTE DELEGADA PARA LA PROPIEDAD INDUSTRIAL,

LIGIA MATILDE ATEHORTUA JIMENEZ
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL  

 
TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ D.C. 

SALA CIVIL 

 
Bogotá D.C., veintiocho (28) de febrero de dos mil veinticuatro (2024) 

 

Radicación: 11001 31 03 009 2019 00191 02. 

 

Magistrada Sustanciadora: ADRIANA AYALA PULGARÍN 

 

Tomando en consideración el plazo con el que se cuenta para decidir la presente 

instancia [29 de febrero de 2024], así como el turno en el que se encuentra el caso de 

marras para ser resuelto, el alto número de procesos pendientes de emisión de sentencia, 

así como los asuntos de orden constitucional que cuentan con trámite preferencial, por 

lo que en uso de la facultad dispuesta en el artículo 121 del Código General del Proceso, 

se prorroga, hasta por seis (6) meses el referido término, el cual empezará a contarse a 

partir de la calenda atrás referida. 

 

En firme el presente proveído ingrese al Despacho.  

 
NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE, 
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Radicación: 11001 31 99 003 2022 00733 01. 

 

Magistrada Sustanciadora: ADRIANA AYALA PULGARÍN 

 
 

Reunidos como se encuentran los requisitos legales, se admite el recurso de 

apelación interpuesto por la demandante contra la sentencia dictada en audiencia de 17 

de enero de 2024, por la Superintendencia Financiera de Colombia Delegatura para 

Funciones Jurisdiccionales. 

 

La apelante deberá sustentar su recurso dentro de los cinco (5) días posteriores, 

contados a partir de la ejecutoria de este auto, mediante escrito dirigido al correo 

electrónico de la Secretaría de este Tribunal1 y constancia de envío a su contra parte2, 

última esta que podrá pronunciarse, a través del mismo canal, dentro de un término 

idéntico. (artículo 12 de la Ley 2213 de 2022) 

 
NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE, 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SALA CIVIL 

 

Magistrada ponente: María Patricia Cruz Miranda 

 

Bogotá D.C., veintiocho (28) de febrero de dos mil veinticuatro (2024) 

 

Asunto: Recurso de Anulación de Laudo Arbitral formulado por la 
Sociedad Ecoinsa Ingeniería S.A.S    

 

Rad. 00 2024 00052 01. 

 

Discutido y aprobado en Sesión de Sala de Decisión de 21 de febrero 
de 2024, según acta 7 de la misma fecha. 

 

  

 Resuelve la Sala el recurso de anulación que interpuso la 

convocada, Sociedad Ecoinsa Ingeniería S.A.S, contra el Laudo Arbitral 

que profirió el Tribunal de Arbitramento del Centro de Arbitraje y 

Conciliación de la Cámara de Comercio de Bogotá, el 10 de noviembre de 

2023. 

 

I. ANTECEDENTES 

 

1. El señor José Alejandro Concha Lalinde y las sociedades 

Arcastell S.A.S en liquidación y Megaespacios S.A.S, por conducto de 

apoderado judicial, convocaron a Tribunal de Arbitramento ante el Centro 

de Arbitraje y Conciliación de la Cámara de Comercio de Bogotá a la 

sociedad Ecoinsa Ingeniería S.A.S y al señor Juan Daniel Flórez Páez, 

con el fin de que se declare que éstos, en su calidad de administradoras 

y/o partícipes gestores: 

 

 (i) incumplieron las obligaciones a su cargo, previstas en el contrato 

de cuentas en participación de junio 17 de 2015: (ii) que no acataron con 

la obligación de citar, al menos una (1) vez al mes, a la junta de asociados 
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prevista en ese contrato; (iii) que no satisfizo la obligación de rendir 

cuentas respecto del Proyecto Urbanístico Caminos-Salinas, Sendero- 

Salinas de Zipaquirá. 

 

Asimismo (iv) que de conformidad con el contrato de cuentas en 

participación de junio 17 de 2015, José Alejandro Concha Lalinde, 

Arcastell S.A.S y Megaespacios S.A.S tienen derecho, cada uno de ellos, 

a obtener una participación del 20% respecto a las utilidades obtenidas 

en el desarrollo del Proyecto Urbanístico Camino-Salinas, Sendero 

Salinas de Zipaquirá hoy Zua, conforme a lo estipulado en la cláusula 7ª 

de dicho contrato; (v)  que se condene solidariamente a los demandados 

a pagar en favor de los convocantes, participes no gestores, la suma que 

se acredite en el proceso, por razón de las utilidades correspondientes al 

lote y los rendimientos proyectados en el desarrollo del Proyecto 

Urbanístico Camino-Salinas, Sendero- Salinas de Zipaquirá, según la 

referida clausula 7º.  

 

Como pretensiones subsidiarias deprecaron: 

 

(i) Que se disponga que Ecoinsa Ingeniería S.A.S y Juan Daniel 

Flórez Páez en su calidad de administradores y/o participes gestores, 

incumplieron el contrato de cuentas en participación de junio 17 de 

2015, al no convocar a la junta de asociados, haber negociado el lote con 

Conaltura sin previa autorización, al no rendir cuentas para la  debida 

liquidación del contrato, no construir torres de 12 pisos y no proceder al 

reconocimiento de las utilidades de los partícipes no gestores y (ii)  que, 

como consecuencia de lo anterior, se les condene solidariamente a pagar 

los perjuicios que les fueron causados, en la cuantía que determine este 

proceso.  

 

2. Como sustento de las anteriores pretensiones adujeron, en 

síntesis, que desde el 2013 con el propósito de adquirir unos lotes en el 

municipio de Zipaquirá los señores Mario Fernando Combariza, Juan 

Carlos Arias y José Alejandro Concha Lalinde invitaron al Señor Juan 

Daniel Flórez para que por intermedio de la empresa Ecoinsa Ingeniería 

S.A.S se realizara la compra de los inmuebles y adelantar allí un proyecto 

inmobiliario. 
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quien se opuso a las pretensiones por vía de las excepciones que 

denominó3: i) excesiva e infundada tasación de perjuicios declarados como 

tales en el juramento estimatorio e ii) inadecuada integración del 

litisconsorcio necesario. 

 

4. Surtido el trámite que corresponde a este tipo de juicios, el 

Tribunal de Arbitramento, por medio de la decisión objeto del recurso de 

anulación declaró: (i) no probadas las excepciones promovidas por la 

convocada; (ii) que ésta incumplió con las obligaciones a su cargo 

contempladas en el contrato de cuentas en participación de 17 de junio 

de 2015; (iii) que los demandantes José Alejandro Concha Lalinde, 

Arcastell S.A.S y Mega Espacios S.A.S, tienen derecho a obtener la 

participación acordada en la venta del lote; (iv) condenó a Ecoinsa 

Ingeniería S.A.S al pago, a cada uno de los demandantes, de la suma de 

$4.543.128.346,66 y (v) se abstuvo de aplicar la sanción prevista en el 

artículo 206 del Código General del Proceso -CGP-.  

 

 

II. EL LAUDO ARBITRAL 

 

Luego de historiar in extenso los antecedentes fácticos del conflicto, 

para arribar a la citada conclusión el Tribunal de Arbitramento asentó 

las siguientes reflexiones: 

 

a) Señaló que respecto a la cláusula 7ª del contrato, la 

participación de miembros se da no sólo frente a los beneficios derivados 

de la ejecución del contrato, sino también sobre las obligaciones y 

pérdidas que surjan en su desarrollo, por tanto, estableció los 

porcentajes que los asociados tendrían frente a las utilidades del proyecto 

en un 20% de ellas y precisó que si eran por la venta del lote sólo 

correspondían al 18%. 

 

b) Halló demostrado que entre las partes se celebró un contrato 

de cuentas en participación previsto en el artículo 507 y siguientes del 

Código de Comercio, no encontró en él nulidad absoluta o ilegalidad en 

sus estipulaciones, además, que las partes no elevaron ninguna 

                                                 
3 61. Convocado. contestación de demanda  
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pretensión orientada a desvirtuar su contenido. 

 
Estableció que los aportes que podían realizar los partícipes estaban 

comprendidos en la cláusula 6ª, ellos serían en experiencia, Know how, 

red de contactos y sumas de dinero previamente acordadas según lo 

previsto en el contrato y para cada proyecto específicamente, por ello no 

era correcta la postura de la convocada quien cuestionó, vía excepción 

de mérito, la determinación de perjuicios en el juramento estimatorio al 

señalar que los gestores no aportaron dinero para la compra o para el 

desarrollo del proyecto, puesto que las contribuciones podrían ser de otra 

índole. 

 

Que conforme a la cláusula 7ª, el propósito negocial tenía la 

intención de participación en un porcentaje de beneficios o no de los 

resultados del proyecto, cuya decisión de distribución se asignó a la junta 

de asociados y las proporciones fueron determinadas de manera clara 

para cada partícipe. 

 

Que con las pruebas del proceso se acreditó que Ecoinsa Ingeniería 

S.A.S, no cumplió con sus deberes contractuales de realizar la 

conciliación de cuentas en el periodo convenido; tampoco cumplió con la 

convocatoria mensual de la Junta de Asociados en esa misma vigencia; 

e hizo caso omiso de la decisión expresa de Junta en el sentido de no 

aprobar las nuevas condiciones de negocio que el partícipe gestor pactó 

con la compañía Conaltura, hecho que resulta más lesivo al acuerdo en 

participación. 

 

c) En cuanto al Juramento estimatorio, adujo que, si bien el 

valor de las pretensiones a las que se accedió es inferior al porcentaje 

previsto en la ley, tal situación no se podía considerar como una 

exagerada valoración por parte de la convocante, sino que era el 

resultado de argumentaciones distintas a la acreditación del daño, así la 

diferencia entre la estimación y lo probado ocurre a pesar del obrar 

diligente de la parte, circunstancia por la que no había lugar a imponer 

la sanción.   

 

 

III. DEL RECURSO DE ANULACIÓN 
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sobre sus cuestionarios, que su inconformidad sólo se atiene al primero de 

ellos; y que la prueba finalmente no se decretó como la solicitó la 

convocante. 

 

  (vi)  La autoridad arbitral en auto nº 33 de 18 de agosto de 202313, 

resolvió la reposición, insistió  en que no se trató de una prueba de oficio, 

que el proveído de 30 de junio de 2023 no fue objeto de ningún recurso por 

la convocante y allí  se estableció expresamente el alcance del peritaje, 

circunscrito  a las preguntas contenidas en el cuestionario que presentó el 

apoderado el 2 de junio de 2023; y que  otorgada la oportunidad a la parte 

convocada y al apoderado del litisconsorte necesario para descorrer el 

traslado, no manifestaron objeción alguna, por el contrario, expresaron  que 

se atenían a la decisión que adoptara el Tribunal. 

 

  (vii) Finalmente, en decisión de 12 de septiembre de 2023 se cerró la 

etapa probatoria y se citó a audiencia para alegar de conclusión, proveído 

respecto del cual tampoco se interpuso ningún recurso. 

 
3.  Analizadas las anteriores actuaciones, la Sala evidencia que la 

omisión probatoria que discute la apoderada de la convocada no la alegó  de 

manera oportuna, es decir no recurrió la providencia que ordenó la prueba, 

ni mucho menos la decisión que aclaró su alcance que data de 30 de junio 

de 2023, por el contrario, su reclamo lo dirigió contra la decisión que negó 

la petición aclaratoria de 25 de julio de 2023 y, a pesar de que tal 

pronunciamiento tiene relación con el medio de convicción en controversia, 

ello no habilita la prosperidad de la causal evocada, sencillamente porque 

los proveídos que debieron cuestionarse se encontraban ejecutoriados para 

el momento en que se pidió tal aclaración. 

 

En esas condiciones, atendiendo que  la competencia de esta Sala se 

encuentra limitada al examen de los errores in procedendo  bajo las precisas 

causales fijadas en la ley, lo que conlleva a que en la interpretación que 

sobre ellas se haga prevalezca el principio de taxatividad que las gobierna, 

necesariamente se debe concluir que la gestora de la anulación no cumplió 

con los requisitos de procedencia de la causal, al no haber alegado la 

omisión que aqueja de manera oportuna, motivo por el que no está llamada 

a prosperar la referida causal 5ª. 

                                                 
13 001CuadernoPrincipal/ PRINCIPAL No2/84_Autos_33_34_pruebas_20230818 
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pormenorizado del clausulado del contrato que contenían las reglas para 

establecer la participación de cada uno de los gestores, contrato que es 

ley para las partes, argumentación que aleja de tajo la posibilidad que 

dicha conclusión hubiese sido tomada en equidad. 

 

Finalmente, en lo que tiene que ver con el juramento estimatorio, 

el Tribunal Arbitral según la interpretación que le dio al artículo 206 del 

Código General del Proceso, señaló que si bien el valor de las pretensiones 

a las que accedió era inferior al porcentaje previsto en la norma, no se 

podía considerar que tal hecho sea consecuencia de una exagerada 

valoración del convocante si no que, por el contrario, corresponde a 

consideraciones distintas respecto de la acreditación del daño y la 

diferencia entre la estimación y lo probado se da a pesar del obrar 

diligente de la parte, hecho por el que no hubo lugar a sanción. 

 

Tal conclusión, para este tribunal no resulta ajena a las 

posibilidades que dicta el mencionado artículo, habida cuenta que 

corresponde al juez valorar si la estimación efectuada por el demandante 

cuenta con un asidero demostrativo a la hora de efectuarse que, para el 

caso, se encontró demostrado; sin embargo, la estimación de los 

perjuicios fue divergente de acuerdo con la interpretación que del 

contrato y el daño irrogado encontró la Árbitro, pero no por ello tampoco 

se puede sostener que la decisión se tomó en conciencia. 

 

3.3 Cuando se observe una total ausencia de un análisis 

probatorio o cuando el Laudo haga referencia a pruebas que no 

fundamenten objetivamente la decisión. 

 

Teniendo en cuenta lo ya citado y las demás argumentaciones que 

expuso la Árbitro en su Laudo, no hay razón para aseverar que no hubo 

un análisis probatorio respecto del clausulado del contrato de cuentas 

en participación, las documentales, los interrogatorios de parte y el 

trabajo pericial rendido por el Ingeniero Manuel António Álzate Ospina; 

pruebas todas éstas de donde emergió la conclusión del incumplimiento 

por parte de la convocada de los acuerdos para el cambio de las 

condiciones del proyecto constructivo. Precisamente de su análisis y 

valoración de esos medios probatorios, junto a las normas que citó, fue 



Rad. 00 2024 00052 01   
 

18 

que la Árbitro llegó de una manera lógica a la solución que plasmó en la 

parte resolutiva del Laudo, determinación que supera el juicio de validez 

que este tipo de asuntos requiere, como ya se expresó. 

 

4. Como se ve, al invocar la causal 7ª, nótese que quien pretende 

la anulación del laudo, parte del errado supuesto de que por esta vía 

judicial la Sala está llamada a modificar las consideraciones del Tribunal 

de Arbitramento, reprochándole a la Árbitro el haber fallado en equidad 

o conciencia un litigio que le correspondía decidir en derecho, equívoco 

que deriva, según el recurrente, de una indebida valoración del material 

probatorio.  

 

Al respecto se recuerda que la anulación del Laudo arbitral por 

haberse fallado en conciencia o en equidad y no en derecho, para que 

prospere, tiene que aparecer de manera ostensible y palmaria en la 

decisión; por ello, dicha causal queda reducida a los casos en donde los 

árbitros haciendo total abstracción de los elementos de convicción 

incorporados y de las normas jurídicas aplicables, resuelven el litigio bajo 

su íntima convicción atendiendo exclusivamente al sentido común y a la 

equidad, sin necesidad de acudir a ninguna clase de argumentación 

jurídica, que no es el caso en este asunto, como ya se evidenció. 

 

Así, es claro que el laudo en derecho no se convierte en conciencia 

o en equidad por la discrepancia que se pudiere generar en la 

interpretación de normas sustanciales que hace el Árbitro, que es el tema 

que plantea el recurrente. La mera posibilidad de una apreciación 

diferente o un pretendido más detallado análisis jurídico no es suficiente 

para edificar con éxito el recurso de anulación bajo la causal 7ª. 

 

Entonces, si se tiene en consideración que la causal en comento 

exige que el haberse fallado en conciencia aparezca de manifiesto, es 

decir, a simple vista, de manera patente y sin necesidad de mayores 

averiguaciones, lo que aquí no se advierte, puesto que el razonamiento 

probatorio, la utilidad normativa y su estimación condujo a la decisión 

de acceder a las pretensiones. 
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Bajo esta óptica, mal se puede predicar como lo señala la 

apoderada de la convocada, que se está frente a una decisión que atiende 

exclusivamente la conciencia o equidad, en tanto que, no otra cosa 

distinta hizo la Árbitro, si no acudir a la normatividad que aplicó a la 

controversia planteada, con fundamento en el examen de las pruebas y 

a través de los métodos de interpretación jurídica tanto de hechos 

probados y pedimentos de la convocatoria que razonó eran necesarios.  

 

Corolario de lo expuesto, no existe duda alguna que el cargo que 

aquí se valora, no está llamado a progresar. 

 

En consecuencia, como no prospera ninguna de las causales en 

que se soportó el recurso de anulación interpuesto por la convocada 

deviene imperioso declarar infundado el mismo, e imponer condena en 

costas, las que fija la Magistrada Sustanciadora en cuantía equivalente 

a cinco (5) salarios mínimos legales mensuales vigentes, de conformidad 

con lo establecido en el numeral 9º del artículo 5º del Acuerdo PSAA16-

10554 del Consejo Superior de la Judicatura.   

 

DECISIÓN 

 

Con fundamento en lo anteriormente expuesto, el Tribunal 

Superior del Distrito Judicial de Bogotá en decisión de Sala Civil, 

administrando Justicia en nombre de la República de Colombia y por 

autoridad de la ley,  

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO.  DECLARAR infundado el recurso de anulación que 

promovió la Sociedad Ecoinsa Ingeniería SAS - contra el Laudo Arbitral 

que profirió el Tribunal de Arbitramento del Centro Arbitraje y 

Conciliación de la Cámara de Comercio de Bogotá, el 10 de noviembre de 

2023.  

 

SEGUNDO.   CONDENAR en costas al recurrente. Liquídense 

conforme lo ordena el artículo 366 del C.G.P., e inclúyase como agencias 

en derecho la suma de $6.500.000, conforme lo señalado en la parte 
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motiva de esta providencia.   

 

TERCERO.    En firme esta providencia, devuélvase el expediente 

al Tribunal de Arbitramento a través de su secretario. 
 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 

           Los magistrados,   

 

 

MARIA PATRICIA CRUZ MIRANDA 

 

STELLA MARÍA AYAZO PERNETH 

 

JAIME CHAVARRO MAHECHA 
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Maria Patricia Cruz Miranda
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Dirección Ejecutiva De Administración Judicial

División  De Sistemas De Ingenieria

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,

 

 

Jaime  Chavarro Mahecha

Magistrado

Sala  Civil

Tribunal Superior De Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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Magistrada
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Tribunal Superior De Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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Demandante Mapfre Seguros Generales de Colombia S.A. 
Demandado Gran Estación Centro Comercial P.H., Capitalaires 
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Radicado 11001-2202-000-2023-02401-00 
Asunto Resuelve conflicto 

 

ASUNTO 
  

Procede el Tribunal a resolver el conflicto negativo de competencia 

iniciado por el Juzgado Cuarenta y Dos Civil del Circuito de Bogotá, que, 

al involucrar juzgados del mismo distrito judicial y la misma especialidad 

jurisdiccional, resulta esta magistrada facultada para dirimirlo, por ser el 

superior funcional común de ambos despachos, de acuerdo con el artículo 

139 del Código General del Proceso.  

 
ANTECEDENTES 

 
1.- Ante el Juzgado Cuarenta y Uno Civil del Circuito de esta ciudad, 

Mapfre Seguros Generales de Colombia S.A. radicó demanda de 

declaración de responsabilidad civil extracontractual contra Gran Estación 

Centro Comercial P.H., Capitalaires S.A.S., Aquafusion Colombia S.A.S. y 

Trane de Colombia S.A.1. 

 

2.- Mediante proveído de 16 de julio de 20182 se admitió el libelo y 

ordenó dar el correspondiente trámite. 

 

3.- En audiencia celebrada el 14 de marzo de 2023, la actora solicitó 

                                           
1 Archivo 03DemandaAutoAdmisorio de carpeta 01CuadernoPrincipalTomoI. 
2 Página 21 de la misma ubicación. 
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Ahora, como antes de que se desatara la alzada frente a la decisión 

que rechazó de plano la nulidad propuesta, la juez profirió sentencia que 

definió el asunto, dicha actuación ha de entenderse convalidada. Lo 

antelado, porque, de un lado, nada impedía a la funcionaria judicial 

continuar conociendo del asunto, pues el remedio vertical se concedió en 

efecto devolutivo y, de otro, porque la decisión proferida por el Tribunal, en 

todo caso no va en contravía de la emisión de dicho fallo, pues de ningún 

modo ordenó acceder a la invalidez alegada, sino que se limitó a indicarle 

a la jueza que debía pronunciarse sobre la misma conforme a las 

consideraciones expuestas. 

 

5.- Luego, atendiendo a las particularidades que suscita el caso bajo 

examen, y en aras de asegurar la observancia de un debido proceso en un 

plazo razonable, se ordenará direccionar el expediente al Juzgado 

Cuarenta y Uno Civil del Circuito de Bogotá. 

  

DECISIÓN 

 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial 

de Bogotá D.C.- Sala Civil, 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: Dirimir el conflicto suscitado entre el Juzgado Cuarenta y 

Uno Civil del Circuito y el Cuarenta y Dos Civil del Circuito de Bogotá D.C. 

en el sentido de radicar la competencia para conocer el presente asunto en 

el primero de los despachos mencionados. 

 

SEGUNDO: En consecuencia, REMITIR el expediente al Juzgado 

Cuarenta y Uno Civil del Circuito del Circuito de esta ciudad. Comuníquese 

lo resuelto al Juzgado Cuarenta y Dos Civil del Circuito de Bogotá D.C. 

   

Notifíquese y cúmplase, 

 

 

 

STELLA MARÍA AYAZO PERNETH 
Magistrada 
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Vencido ese plazo y cumplida la carga anotada, se correrá 

traslado a la parte contraria por el mismo lapso, de 

conformidad con lo previsto en el artículo 12 de dicha 

normatividad. 

 

Por secretaría, infórmese al a quo lo aquí decidido. 

 

 

NOTIFÍQUESE, 

 

 

SANDRA CECILIA RODRÍGUEZ ESLAVA 

Magistrada 

 

 

Firmado Por:

Sandra Cecilia Rodriguez Eslava

Magistrada

Sala  Civil

Tribunal Superior De Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: 8dcd8428bac60aba0778205d47e344f9a86d47b453af647333c0bf8f4ba8f23e

Documento generado en 28/02/2024 04:57:43 PM

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica



050-2021-00147-01 1 

Declarativo 
Demandante: Jairo Muñoz Martínez 
Demandado: Beccy Carolina Angarita Arce 
Rad. 11001310305020210014701 

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SALA CIVIL 

 

HENEY VELÁSQUEZ ORTIZ 

Magistrada Ponente 

Aprobado en sala de decisión del 28 de febrero de 2024. Acta 07. 

 

Bogotá D.C., veintiocho (28) de febrero de dos mil veinticuatro (2024) 

 

Procede el Tribunal a decidir el recurso de apelación interpuesto por el 

demandante contra la sentencia emitida el 6 de octubre de 2023 por el Juzgado 

Cincuenta (50) Civil del Circuito de Bogotá, dentro del trámite impulsado por Jairo 

Muñoz Martínez en contra de Beccy Carolina Angarita Arce. 

 

ANTECEDENTES 

 

1. Jairo Muñoz Martínez presentó la acción en referencia con el propósito que se 

declare resuelta la escritura pública de compraventa N°5526 del 23 de octubre de 

2019, protocolizada en la Notaría 73 del Círculo de Bogotá, a través de la cual le 

vendió a Beccy Carolina Angarita Arce el inmueble que se ubica en la Carrera 70 

N°48-81 de Bogotá, por el incumplimiento de esta última en el pago del precio 

acordado; que se ordene a la demandada restituir dentro de los cinco (5) días 

siguientes a la ejecutoria de la sentencia, la posesión del bien -con las cosas que 

forman parte de este- y, pagar los valores discriminados en el juramento 

estimatorio, así como las costas del proceso; además, que se disponga que la 

Oficina de Registro de Instrumentos Públicos -Zona Centro- cancele la anotación 

N°16 del folio de matrícula 50C-454553, en la que se inscribió el negocio que se 

busca invalidar1.  

 

Fundó sus peticiones en que: i) La accionada no cumplió con sus obligaciones, 

esto es, con entregarle los $755.000.000 o $1.100.000.000 realmente pactados, 

                                                 
1 06SubsanacionDemanda20210507.pdf / 23VideoAudiencia20231006.mp4 / C01CuadernoPrincipal / PrimeraInstancia 

https://etbcsj.sharepoint.com/:f:/r/teams/GRUPO2LUISROBERTOSUAREZGONZALEZ/Documentos%20compartidos/General/CIVIL/ApelacionSentencias/11001310305020210014701?csf=1&web=1&e=Ihg6lB
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especialmente cuando de la declaración del demandante se extrae que era él 

quien debía hacer ese desembolso una vez recibiera los recursos de la 

compradora y, que no destinó los $395.000.000 que recibió, al saneamiento de 

esa circunstancia.   

 

Además, que la testigo Luz Marina Jiménez Gaona no ofreció mayores elementos 

que esclarecieran el trámite, pues señaló que no estuvo presente en ninguna de 

las fechas en las que se celebraron los mencionados actos; el endoso que reflejan 

los títulos implican una transferencia o circulación de los mismos, lo que dificulta 

la acción resolutoria; aunque la falta de contestación hace presumir los hechos de 

la demanda, esa solo situación no permitía llegar a una conclusión distinta en este 

escenario. 

 

4. El convocante apeló4 y, criticó que la funcionaria de primer grado omitió que la 

pasiva no contestó la demanda, que con su silencio se ceñía sobre ella una 

presunción legal de veracidad y, que reconoció en su interrogatorio de parte los 

hechos descritos en el líbelo inicial, principalmente que con los títulos valores no 

pagó el precio que se había acordado; que los instrumentos cambiarios se 

digitalizaron, que como estaban en su poder en cualquier momento los podía 

exhibir y, que el endoso o anotación contenida en ellos no era un impedimento 

para que se iniciara el proceso, en la medida en que estos perdieron su efecto 

cambiario cuando fueron protestados ante entidad financiera; y, que las agencias 

en derecho que se fijaron por $10.000.000 resultan desproporcionadas, en tanto 

que la demandada únicamente se conectó virtualmente a la audiencia del 6 de 

octubre de 2023, esto es, sin cumplir con ninguna otra carga en la presente 

actuación. 

 

En vista que la convocada no descorrió el traslado de la alzada, la polémica pasa 

a resolverse al tenor de las siguientes, 

 

CONSIDERACIONES 

 

1. En desarrollo de los principios que se predican respecto de los contratos y de 

la normatividad prevista en los artículos 871 del Código de Comercio y 1602 del 

Código Civil, las partes que intervienen en una relación contractual, quedan 

atadas no solo a lo que expresamente se obligaron, sino también a todo lo que 

corresponda a su naturaleza, según la ley, la costumbre o la equidad natural, las 

                                                 
4 06SustentaApelacion.pdf / CuadernoTribunal 
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5 de abril de 2020 respectivamente, cada uno por valor de $131.000.000, 

protestados por firma ante Scotiabank Colpatria y, con anotación de endoso de 

Jairo Muñoz Martínez a Minerales Naturales de Colombia SAS. 

 

3.5. Los interrogatorios evacuados en audiencia del 6 de octubre de 2023, 

oportunidad en la que Jairo Muñoz Martínez dijo: (i) que adquirió el bien de parte 

de María Soledad, Alexandra Katherine, Fabiola del Socorro, Hernando y Oscar 

Mauricio González Arévalo, (ii) que constituyó a favor de ellos garantía real, en la 

medida en que les quedó debiendo $550.000.000, (iii) que recibió de la 

demandada $395.000.000, que intentó salir de esa deuda con el dinero que le fue 

entregada, pero estos no lo recibieron, (iv) que era el dueño junto con su hijo de 

la empresa Minerales Naturales de Colombia S.A.S., pero vendieron sus 

participaciones, (v) que la aquí demandada al momento del negocio tenía 

conocimiento del proceso que iban a iniciar los acreedores de la hipoteca por 

virtud del saldo que tenía con aquellos, que parte de la información que se lee en 

la promesa y escritura es por lo que se acostumbra a incluir en esos negocios, 

aunque no se ajusten completamente a la realidad, que el día en que se 

protocolizó la compraventa entregó la casa a la compradora y la desocupó 45 días 

después de ese hecho, dejando a alguien encargado de cuidar unos equipos de 

su propiedad hasta el 15 de marzo de 2020, por autorización de él y de su 

contraparte y, que (vi) efectivamente inició un proceso ejecutivo respecto de los 

cheques que se le entregaron como forma de pago10.  

 

Por demás, momento en el que Beccy Carolina Angarita Arce anotó que 

inicialmente hicieron un acuerdo por $1.100.000.000, $600.000.000 de los cuales 

equivalían al valor de una casa en Villa Luz y, el restante por el traslado tanto de 

una motocicleta, como de un vehículo; que como el vendedor después dijo que ya 

no recibiría ese inmueble, tuvieron que hacer el cambio para efectuar unos pagos 

por $131.000.000; que estando en un Starbucks de la Calle 116, Andrew Borgini, 

Pedro Palacios, Jairo Muñoz Martínez, Marcela Bonilla y su cónyuge, por unos 

problemas con la DIAN que les comentó el demandante y, por un posible 

embargo, decidieron adelantar todo para la enajenación del bien objeto de las 

diligencias; que firmó la escritura y pagó sin estar acompañada de su abogado, 

por las referencias que les habían dado de quien era propietario para la época de 

la vivienda, también porque vieron el día de la suscripción del instrumento público 

que era muy conocido en la notaría; que es una verdad que leyó mal el borrador 

del documento que le pasaron; que si tenía conocimiento de la garantía real por 

                                                 
10 Minuto 8:24-59:00 / 22Video2Audiencia20231006.mp4 / / C01CuadernoPrincipal / PrimeraInstancia 
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instalamentos pactados, sí se estipuló que aunque estuviere firmada la escritura 

de compraventa que contenía declaraciones que faltaban a la verdad, en cuanto 

a la entrega real del bien y, a que se hubiere pagado a satisfacción el precio del 

inmueble, el vendedor quedó obligado a cumplir primero con una gestión para 

sanear la garantía real que había constituido, previo a que se le pagara el precio 

total acordado, deber que no solo no cumplió y, llevó a que la convocada fuera 

perseguida en otro trámite, sino que impidió o habilitó a la compradora para que 

se abstuviera de seguir con el correcto desarrollo del contrato.  

 

Esto, en la medida en que si se colocan en una línea de tiempo las cargas 

contractuales de las partes, primero estaba la entrega material del inmueble, un 

pago de Beccy Carolina Angarita Arce, luego la cancelación del gravamen de Jairo 

Muñoz Martínez y, finalmente los desembolsos en instalamentos del saldo 

acordado, luego entonces si los primeros dos compromisos no se cumplieron y, 

ese deber estaba a cargo de quien pide la resolución, es evidente que esa 

imposibilidad de acatamiento, traducida en un genuino incumplimiento, lo dejó sin 

facultades de impulsar la presente demanda, al ser él quien primero vulneró la 

alianza. 

 

6. No obstante que deba confirmarse la decisión impugnada, ante la 

improcedencia de la pretensión de resolución con indemnización de perjuicios, 

ahora deberá darse una respuesta a cada uno de los cuestionamientos del 

recurrente, quien no enfoca el recurso en el cumplimiento de sus cargas 

negociales y el incumplimiento de su contraparte, sino a los efectos procesales de 

la no contestación, a que pudo exhibir si se le hubiere permitido, los títulos valores 

en la audiencia y, a un presunto exceso en la tasación de las agencias en derecho, 

así : 

 

6.1. La directora del proceso reconoció que la demandada no acudió a 

contestar la acción y, que, admitió en su interrogatorio que no pagó el saldo del 

precio pactado. Sin embargo, a esa conducta procesal no le sigue llanamente la 

consecuencia prevista en el artículo 97 del Código General del Proceso, como lo 

reclama el censor, pues no puede olvidarse que el artículo 176 ibídem, impone al 

juez, como deber, apreciar en conjunto todas las pruebas obrantes en el trámite, 

de acuerdo con las reglas de la sana crítica, por lo que el funcionario judicial debe 

fallar de acuerdo con la totalidad de lo probado y no a partir de la conducta de las 

partes. Y justamente, el material probatorio ya citado y obrante en el expediente, 

despejaron las dudas sobre la realidad del negocio, y específicamente, que, pese 
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